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CAPÍTULO I
ASPECTOS METODOLÓGICOS Y PRELIMINARES DE LA INVESTIGACIÓN
1.1- Planteamiento del problema

La isla de Santo Domingo desde su descubrimiento, pasando por todas las etapas y experimentando una evolución intensa en el sistema jurídico, llegando el nacimiento de la Republica en 1844, pérdida de la soberanía en el 1861 con la anexión a España, abarcando el periodo de inestabilidad política que va desde la Restauración hasta 1916, periodo este que tuvo una feroz dictadura encabezada por el Presidente Ulises Heureaux, llegando a la primera Intervención Norteamericana; recuperada la soberanía otra vez y pasada por la dictadura de Rafael Leonidas Trujillo Molina, que se prolongo por más de 30 años.

Caída esta dictadura, la guerra civil de 1965; la segunda intervención de los Norteamericanos y culminando con el proceso democrático de las últimas décadas.

En el ordenamiento jurídico dominicano, hasta hace poco, no se conocía la acción constitucional de amparo, por medio de la cual se protegen los derechos individuales y sociales, que estuvo contemplados por un largo período en el Art. 8 de la anterior Constitución Dominicana, cuando estos fueren violados por autoridad administrativa.

Es harto conocida las constantes violaciones que desde el nacimiento de nuestra Republica y hasta la fecha actual se infieren a estos derechos, que desde antes de conocerse y aprobarse la declaración universal de los Derechos Humanos, eran vedados a los Ciudadanos Dominicanos. No es sino hasta 1977 cuando implícitamente se adquiere el recurso de amparo, con la ratificación de la referida convención de los Derechos Humanos o en 1978, fecha de su publicación.

No es hasta el año de 1999, fecha en que en nuestros Tribunales se conoce y obtiene una decisión sobre esta acción (fallo de la suprema Corte de Justicia del 24 de febrero de 1999).

La sociedad dominicana y otras como la nuestra, a pesar de tener constituciones acorde con la realidad social imperante, son sometidas a constantes violaciones, cuyos ciudadanos no cuentan con las garantías individuales establecidas en las mismas. Esos derechos y garantías individuales son violados constantemente por funcionarios de los distintos gobiernos y por instituciones represivas del orden, y hasta por particulares, generándose periódicamente conflictos de orden constitucional, legal, administrativo y otros.

La Republica Dominicana, hasta la promulgación de la ley 437-06 de fecha 30 del mes de Noviembre del año 2006, la que fue derogada y sustituida por la ley 137-11, Orgánica del Tribunal Constitucional y de los Procedimientos Constitucionales, promulgada en fecha 13 del mes de Junio del año 2011, no contaba con una legislación que estatuyera explícitamente  sobre la acción de amparo por medio de la cual se proteja a las personas que sean objeto de violaciones de sus derechos constitucionalmente protegidos. Con la aprobación de estas leyes, se garantiza que el ejercicio de esta acción fundamental para el fortalecimiento del estado de derecho, no se convierta en un mecanismo de incidental los procesos ordinarios o de aumentar el cúmulo de expedientes ante nuestros tribunales. 

En el quehacer cotidiano habrán de presentarse múltiples casos concretos, en los que susciten paralelamente cuestiones concernientes a las garantías individuales, las que tienen que ser resueltas por medio de la acción de amparo, por ser esta, una de las principales vías de preservación  de nuestro medio constitucional. 

Los derechos individuales y sociales especificados en los Arts. 68 y siguientes de la nueva Constitución dominicana, han sido y son en la actualidad permanentemente violados, lo que nos impulsa a poner en práctica el mecanismo más idóneo de evitar estas violaciones por autoridades gubernamentales o particulares. La decisión debe ser  eficaz y rápida, siendo el objeto del ejercicio de la acción de amparo, la protección o tutela de un derecho consagrado en la ley que regula el amparo y en la nueva constitución, que procura su restablecimiento inmediato de la fuerza normativa que contiene.

Después de la reforma  a la constitución en el año 1994, fue ampliado el espectro de las acciones tendentes a garantizar estos derechos, en ella se estableció la competencia de la Suprema Corte de Justicia para conocer de los recursos de inconstitucionalidad de las leyes por vía principal y directa, se creó la ley 437-06 de fecha 30 del mes de Noviembre del año 2006, normativa que aunque en su momento jugó su papel como reguladora de la acción constitucional de amparo, fue sustituida por la ley 137-11, Orgánica del Tribunal Constitucional y de los Procedimientos Constitucionales, promulgada en fecha 13 del mes de Junio del año 2011. 

El amparo es una acción extraordinaria, cuya finalidad es proteger los derechos constitucionales de las personas, y habiendo este procedimiento permanecido prácticamente desconocido, no solo por la población sino por  la mayoría de nuestros profesionales del derecho, cabe en este sentido plantear las siguientes interrogantes: 

¿Es el marco normativo consagrado en la ley 137-11, un instrumento eficaz para garantizar la protección de los derechos fundamentales de las personas, los derechos colectivos y difusos, así como para hacer cumplir la ley y los actos administrativos emanados de autoridad pública en la Republica Dominicana?  

¿Garantiza la nueva Constitución dominicana los derechos de las personas cuando son violados por funcionarios gubernamentales o particulares con el uso abusivo del poder? 

¿Cuáles circunstancias han motivado que la acción de amparo sea desconocida por la mayoría de abogados de nuestro país, hasta el extremo de confundirlo con el recurso de Habeas Corpus?  

¿Es la acción de amparo aplicable cuando existe otra vía procesal abierta, para impugnar el acto de que se trate?

¿Es el amparo un recurso extraordinario o una acción en justicia?

¿Cuáles consecuencias sociales genera el desconocimiento de una acción que proteja a los individuos contra las violaciones de sus derechos constitucionales por funcionarios administrativos?

Analizando detenidamente las interrogantes supra-indicadas, hacen suponer que debe ser un procedimiento sumario y rápido, en vista de que se trata de proteger los derechos fundamentales inherentes a las personas. De ahí que se hace imprescindible la realización de esta investigación sobre la acción de amparo que hasta hace poco era desconocida en nuestro sistema Judicial.

1.2 Objetivos de la investigación
1.2.1 Objetivo General

· Demostrar la importancia de la acción de amparo consagrada en la Constitución dominicana del año 2010, los Tratados y Convenios Internacionales, el Bloque de la Constitucionalidad y la ley 137-11, de fecha 13 del mes de Junio del año 2011.

1.2.2 Objetivos Específicos

· Desarrollar una investigación concienzuda de lo que significa en la Republica Dominicana el ámbito de la acción de amparo, su amplitud, los derechos que protege, y hacer énfasis en la jurisdicción competente en materia de amparo. 

· Identificar los derechos que protege la ley que regula el amparo en la Republica Dominicana. 

1.3 Aspectos conceptuales y teóricos.

Antes de profundizar en el presente trabajo de investigación, hay que aclarar que la acción de amparo, es el medio por el cual un individuo puede reclamar los derechos que les han sido vulnerados, por medio del proceso constitucional establecido en el ordenamiento jurídico, este tiene por objeto específico hacer real, eficaz y práctica, las garantías individuales establecidas, buscando proteger al ciudadano de las acciones violatorias contra sus derechos constitucionalmente protegidos. 

Este concepto está  basado, en el criterio de limitación del poder de las autoridades gubernamentales y de particulares,  que jurídica y lógicamente resulta de la decisión soberana, especificada en la Carta Sustantiva, respecto a la garantía de los derechos individuales.

La doctrina se ha pronunciado al respecto cuando dice que “El amparo es un mecanismo procesal de protección de los derechos fundamentales, y se califica de fundamental todo derecho subjetivo consagrado explícita o implícitamente en la Constitución de la República y en los Tratados Internacionales de derechos humanos. El amparo es, pues, un medio que asegura el ejercicio de la ciudadanía plena, en la medida en que resguarda los derechos más preciados del ser humano, porque la ciudadanía democrática, en el Estado de Derecho, se construye sobre la base de la protección de los ciudadanos y ciudadanas contra las arbitrariedades  que puedan cometer aquellos que ostentan  el poder público o los particulares investidos de poder fáctico”
. 

Se trata de un juicio de orden constitucional, donde los aplicadores de las normas jurídicas, no se limitan a ver si existieron violaciones a los derechos individuales, sino que tienen que garantizar el derecho de esas protecciones constitucionales y ordenar la suspensión de un acto que, no obstante ser constitucional, viole las garantías individuales. En otras palabras, no se ocupa de cualquier violación a la Constitución, sino de aquellas cuyo resultado es el menoscabo de una garantía individual, que ocasiona un daño personal y directo a una o varias personas.

El Amparo es la acción que puede ejercer un particular, para reclamar que se deje sin efecto un acto de la autoridad pública, que arbitraria o ilegalmente produce o puede producir una restricción, alteración o deterioro de los derechos y garantías reconocidos por la Constitución de un Estado. Es un procedimiento de excepción por una vía sencilla y rápida, breve y efectiva que garantiza los derechos constitucionales inherentes a las personales.

Esta acción sencilla y expedita, es un medio de defensa legal que tiene el ciudadano que opera a instancia de la parte agraviada y en función de su interés jurídico contra cualquier acto de autoridad, sea esta de facto o de jure, o contra el acto de un particular que vulnere, desconozca o restrinja los derechos fundamentales reconocidos por la Carta Magna, debiendo los Jueces que conozcan de esta acción, restituir al quejoso el pleno goce de los derechos constitucionales que les han sido violados. Esta es la afirmación más categórica de la protección judicial de los derechos individuales, debido a que es una protección eficaz, que el ordenamiento constitucional brinda a los ciudadanos, para el ejercicio y goce de esos derechos, que les son reconocidos, no solo contra actos de las autoridades públicas, sino también contra los actos de los particulares violatorios de los derechos humanos.

Por otro lado, la doctrina más socorrida ha mantenido cierta confusión terminológica a la hora de definir la naturaleza del amparo, en el lenguaje procesal, la acción constitucional de Amparo, la definen como la facultad que tiene el ciudadano de requerir la protección de sus derechos fundamentales en justicia. Mientras que el recurso de amparo, hace presuponer la existencia de una decisión judicial, atacada para la protección de los derechos fundamentales de una de las partes en el proceso. 

El significado de este postulado legal, ha quedado claro, cuando el Mag. Samuel Arias Arzeno, parafraseando al Dr. Feliz Taveras, dice  “A través del tiempo se han utilizados diversos términos para referirse a lo que conocemos como derechos fundamentales, tales como: Derechos Naturales, Derechos Innatos, Derechos Individuales, Deberes del Hombre, Derechos del Ciudadano, Derechos Humanos, Derechos Públicos Subjetivos, Libertades Fundamentales, etc. La expresión que la doctrina moderna ha considerado más adecuada es la de derechos fundamentales, y esto porque toda persona posee derechos por el simple hecho de serlo, y es un deber del Estado el reconocerlo y garantizarlo sin discriminación de ningún tipo.”

1.4- Algunos términos conceptuales relacionados con el recurso de amparo.    
Acción de amparo
Es la acción que puede ejercer un particular mediante el recurso de amparo, para reclamar que se deje sin efecto un acto u omisión de la autoridad pública, que arbitraria o ilegalmente produce o puede producir una restricción, alteración o menoscabo de los derechos y garantías reconocidos por la constitución de un Estado. Es un procedimiento de excepción por una vía sencilla y rápida, breve y efectiva que garantiza los derechos y garantías constitucionales.

El magistrado Rafael Luciano Pichardo define en amparo como una institución jurídica destinada a la defensa de la constitución y de los derechos de la persona humana que ella consagra expresa o implícitamente. El amparo es un medio de defensa legal que tiene el ciudadano mismo que opera a instancia de la parte agraviada y en función de su interés jurídico contra cualquier acto de autoridad, sea esta de facto o de jure, o contra el acto de un particular que vulnere, desconozca o restrinja los derechos fundamentales reconocidos por nuestra Carta Magna, debiendo el juez que conozca de esta acción restituir al quejoso el pleno goce de la garantía violada.

El amparo implica la afirmación más categórica de la protección judicial de los derechos individuales contra las restricciones de la autoridad, a esos derechos, por lo que es una protección eficaz que el ordenamiento constitucional brinda a los ciudadanos para el ejercicio y goce de los derechos fundamentales que les son reconocidos como instrumento no solo contra actos de las autoridades públicas, sino también contra los actos de los particulares violatorios de los derechos humanos

Acción 
Es el medio legal de pedir judicialmente lo que es nuestro o se nos debe. El ejercicio de esa acción se llama pretensión. 

Autoridad 

Facultad y derecho de conducir y hacerse obedecer dentro de ciertos límites preestablecidos. La autoridad puede ser, por su origen, divina y humana; por la esfera en que se ejerce, pública y privada; por la extensión que alcanza, total y parcial; por el orden jerárquico en que se desenvuelve, suprema y subordinada; por la materia sobre la que se actúa legislativa, ejecutiva, judicial y política; y por la naturaleza y clase de su función, eclesiástica, civil y militar.

Convención
Acuerdo de voluntades entre dos o más personas, con el objeto de crear obligaciones o modificar, otras preexistentes. Denominación de ciertos tratados internacionales que regulan materias esencialmente sensibles a la opinión pública o a problemas de ámbito general permanentemente o trascendentes, como el referido a los derechos humanos.

Deberes fundamentales
Tipo de conductas impuestas en virtud de normas y principios  ético-jurídicos, como correlativas a las exigencias de los derechos humanos. Son deberes básicos reconocidos como tales en las Constituciones de los Estados. Un derecho humano empieza donde termina su correlativo deber básico.

Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano
Proclamación solemne con que se encabezaban las Constituciones de la época revolucionaria francesa, y por la cual se afirmaba la existencia de derechos individuales anteriores y superiores al Estado y cuyo respeto se impone a los gobernantes y sus agentes. La mas célebre  es la proclamada el  26 de agosto de 1789 por la Asamblea General Constituyente. 

Los derechos del hombre están constituidos básicamente por la libertad, la propiedad y la seguridad. Los derechos del ciudadano derivan de la libertad política, constituyen libertades de participación y tienen razón de ser en tanto en cuanto existan y se respeten los derechos del hombre. Ello quiere decir que la sociedad en su organización y actuación está subordinada al respeto y conservación de los derechos naturales.

Declaración universal de los derechos humanos
El 10 de diciembre de 1948, cuando esta fue aprobada, el presidente de la Asamblea General de la ONU dijo que era un documento hacia el cual millones de hombres, mujeres y niños, de todas las partes del mundo, a miles y miles de kilómetros de Paris y New York, volverían sus ojos en solicitud de ayuda, guía e inspiración. Es que el gran significado de esta declaración no radica en la mayor enunciación de derechos y garantías que las anteriores, sino, que ella no fue proclamada por un pueblo para ese mismo pueblo como la inglesa de 1688, ni por un pueblo para toda la humanidad como las americanas y francesas. Ya que esta es la declaración de un consorcio de naciones libres, para todos los hombres y pueblos de la tierra. En treinta artículos la declaración destaca derechos básicos y libertades fundamentales de los cuales todos los hombres y mujeres del mundo son titulares sin ninguna discriminación.

Derechos constitucionales
Los derechos son facultades o prerrogativas que la Constitución reconoce a sus titulares, ya sean estos individuos o grupos sociales. Tales facultades, al recibir la investidura jurídica que implica su reconocimiento constitucional, otorgan al sujeto activo la posibilidad de exigir coactivamente su cumplimiento, ya sea frente a los demás individuos o grupos, ya sea frente al propio estado.

Derecho del hombre y del ciudadano
Los derechos del hombre son el conjunto de las garantías que pertenecen, frente al poder público, a toda persona humana, cuales quiera que sean su nacionalidad, edad y sexo; es decir, la igualdad y las libertades civiles y el derecho de propiedad. En cuanto a los derechos del ciudadano, como su nombre lo indica, son adjudicados con menor amplitud, y presentan un carácter distinto, porque más bien que proteger contra el poder público, tienen por objeto asociar al ciudadano a su ejercicio concreto, mediante el voto y la admisión en las funciones públicas, si se hayan cumplidas las condiciones que las leyes exigen.

Derechos fundamentales
Determinadas infracciones del deber de respeto a los derechos fundamentales y de los bienes de la personalidad que constituye su objeto, que tipifican como conductas sancionadas en los códigos penales de los diversos sistemas jurídicos, lo cual implica además de la responsabilidad penal, una responsabilidad civil, o sea la obligación de reparar el daño causado mediante indemnización.

Garantías constitucionales
Son aquellas seguridades y promesas que ofrece la Constitución al pueblo y a todos los hombres, de que sus derechos generales y especiales han de ser sostenidos y defendidos por las autoridades y por el pueblo mismo, y se consignan ya porque son inherentes a toda sociedad de hombres libres e iguales, ya porque se ha querido reparar errores o abusos del pasado.

Violación de los derechos humanos
Es la violación de derechos, como resultado de conductas antijurídicas, lesivas de los bienes de la personalidad, que atentan contra los derechos del ser humano como miembro de la humanidad.

Igualdad
Es el derecho de toda persona a ser tratado de idéntica manera, salvo que circunstancias relevantes justifiquen un tratamiento normativo diferente, en beneficio del sujeto afectado por tales circunstancias. Es el principio inspirador de todos los derechos económicos, sociales y culturales, su contravalor es la discriminación.

Igualdad ante la ley
Principio fundamental del régimen democrático, según el cual los individuos nacen y permanecen iguales ante la ley, es decir, todos con los mismos derechos y obligaciones, cualesquiera que sean sus orígenes raciales y sociales, capacidades, funciones, etc. Es un principio de base constitucional que sirve de fundamento para establecer un soporte protector de la parte débil, es una regla dirigida y aplicada fundamentalmente por los jueces.

1.5 Marco metodológico
La realización de una investigación basada en una problemática determinada, requiere de un análisis pormenorizado de la realidad que esta envuelve, de la necesidad concreta y de la objetividad  en la que se basa. Partiendo de esas premisas, el investigador adquiere una idea clara sobre el tema a investigar. 

Toda investigación debe partir de hechos concretos y objetivos, debe encaminarse a la búsqueda de la verdad, debe utilizar un procedimiento riguroso, formulado de una manera lógica, el cual, el investigador necesita cumplir satisfactoriamente en la adquisición del conocimiento.

En la investigación que nos encaminamos a realizar sobre la Acción Constitucional de Amparo en la República Dominicana, se tomaran en consideración todos los recursos, procedimientos y técnicas necesarias para llegar a la verdad y aportar conocimientos nuevos sobre el tema, ya que este reviste una importancia capital en el proceso de renovación y de modernización de las Instituciones Jurídicas de la Republica Dominicana.   

Se precisa la utilización de varios métodos en el camino a recorrer en esta importante investigación,  entre los cuales citaremos los más indispensables e idóneos para adquirir las informaciones deseadas: Todo proceso de conocimiento debe iniciar con la observación de ciertos rasgos existentes en el objeto de conocimiento, por lo que utilizaremos el Método de la Observación. También es preciso observar fenómenos particulares con el propósito de llegar a conclusiones y premisas generales que pueden ser aplicadas a situaciones similares a la observada, esto se consigue con la aplicación del Método Inductivo. Otro método a utilizar en la presente investigación  es el Analítico, este nos permite identificar cada una de las partes que caracterizan la realidad del problema de investigación, de esa manera se establece la relación Causa- Efecto entre los elementos que componen el objeto de investigación. 
CAPÍTULO II
EVOLUCION HISTÓRICA DE LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL DE AMPARO

2.1 Evolución histórica de la acción constitucional de amparo.
El Hombre aunque es sujeto de derechos y obligaciones, la constante violaciones a esos derechos, ha sido motivo de grandes enfrentamientos políticos y sociales entre individuos de una determinada sociedad y las autoridades que están llamadas a dirigirlos. En los tiempos primitivos las comunidades se regían primero por el matriarcado, y posteriormente el Patriarcado se afianza en la dirección de los núcleos familiares, en donde ambos padres tenían a  cargo la educación de sus hijos, el orden, y respeto, trabajo que desempeñaban todos los miembros que integraban una familia donde cuyo conjunto componía una tribu en la cual se tenía un absoluto respeto y veneración a las gentes que los antecedían es decir, a las personas de mayor edad, por el concepto de que eran los individuos más cultas de la comunidad. 

También existía la esclavitud en las comunidades, por lo tanto se puede deducir que se aplicaba el derecho al estar señalada esta sanción, la cual se aplicaba a la rebeldía de los hombres a los mandatos de sus jefes y la sanción más grave era el Destierro.

2.1.1 En Esparta.
En Esparta, una de las ciudades más importantes de Grecia, no se tenían bien definidos los derechos políticos y civiles de los individuos, en la misma existía una gran desigualdad Social por la división de clases impuesta por el monarca, las clases estaban divididas en los Ilotas Siervos, que se dedicaban al trabajo agrícola, los Periecos o clase media, que eran los que desempeñaban la industria y el Comercio y los espartanos que eran los aristócratas y eran los únicos con privilegios políticos.

2.1.2 En Atenas.
En Atenas no existían clases, sin embargo existían desigualdades sociales entre los hombres, que sí bien los habitantes podían actuar, criticar y hasta impugnar las  procedencias de las asambleas, no tenían derechos en particular para reclamar los mandatos arbitrarios de las autoridades.

 Para esa época, las normas se regían por la costumbre, que según el criterio de algunos de los pensadores más prominentes de ese periodo, como por ejemplo podemos señalar el criterio de los Sofistas, que tenían la idea de que los derechos individuales eran prerrogativas que otorgaba el Estado como una especie de dádiva, de favor, por la cual los mismos se comprometían a no atacar el estado de derecho vigente. 

Para Sócrates todos los hombres nacen en un Plano de igualdad; Platón en cambio alegaba que la existencia de clases era por la sumisión de los mediocres con respecto de los mejores, los cuales tenían el control del Estado y  Aristóteles sin embargo sostenía el criterio de la Supremacía de la ley natural ante las leyes positivas, es decir que el Estado, existe por naturaleza y por lo tanto es anterior al individuó, basándose en que el hombre no puede vivir aislado del estado de derecho del medio en que vive y se desarrolla.

2.1.3 En el derecho Romano.
En Roma sin embargo, se hablaba de la libertad política y la civil, no obstante era desconocida la libertad humana para reclamar actos de autoridad; la libertad política era inherente del ciudadano romano y oponible al Estado en sus diversas manifestaciones, pero esta se disfrutaba como un hecho sin un interés importante el cual no era respetable.

Esta libertad estaba reservada para ciertas personas como el Paterfamilia, quién gozaba de un amplio poder sobre los miembros de su entorno familiar y de sus esclavos, y tanto la libertad política como la civil, fue en crecimiento constante, no obstante, hay que reconocer que la libertad individual, era totalmente desconocida dentro de la organización política Monárquica de Roma, pero se puede observar que existió una acción, que se derivaba del Interdicto, llamado “Homine Libero Exhibendo e Intercessio Tribunicia”, que era una especie de acción civil establecida por el Pretor, que se intentaba contra actos de una persona jerárquicamente superior al reclamante, y se puede decir que esto era una mera protección de los derechos del hombre, contra los ataques de las autoridades del Estado.

Se crea un régimen de legalidad, en el que se limitaba la autoridad del señor feudal en beneficio de los habitantes, sin embargo, estos regímenes no eran considerados como garantías; ya que éstas, en cualquier momento eran contravenidas y violadas; y frente a estas situaciones, no habían sanciones. 

El Cristianismo trató de suavizar las desigualdades que existían, alegando que los hombres eran iguales ante Dios y que todos están regidos por una ley Universal. La existencia de un derecho natural y la idea de este pensamiento no formaron una institución jurídica medieval que protegiera las garantías del individuo. 

2.1.4 El derecho de amparo en los Estados Orientales.
En los países orientales, los individuos mantuvieron ciertas restricciones y obligaciones, donde algunos Estados estaban regidos por la Ley de la divinidad; Sin embargo algunos habitantes ansiosos de ese poder, se auto proclamaban como designado por la voluntad divina y con este cargo cometían una serie de arbitrariedades, abusos, irregularidades en la organización de un Estado. Del mismo modo se presentó las culturas antiguas como es la Hebrea, la egipcia, y la Hindú. 

Los hebreos son considerados como los más avanzada, en lo que respecta a Derecho individuales, y algunos autores ha sostenido el criterio de que fué la fuente inspiradora del Derecho Romano, ejemplos, presentado por la Biblia en el libro de Deuteronomio, que indica en esta cultura que ellos sé regia por los mandatos del Dios único o de Jehová, lo que se sustentaba como el pacto entre Dios y el pueblo en la creencia que tenía todo controlado.

En la India, tenían un principio en el cual el hombre vivía en su entorno con la naturaleza, y para evitar las injusticias o desórdenes, fue necesario construir un Estado a fin de garantizar la Protección de toda la comunidad, de forma que pudiera prevalecer el orden y para eso debían existir autoridades, sin embargo no había normas que regularan la Justicia y equidad como un derecho esencialmente humano.

2.1.5 En Grecia.
En este país, cuna de la civilización antigua, se tenían bien determinados los derechos civiles y políticos, sin embargo, Esparta que era una de sus ciudades más importantes, carecía de estos derechos. En la misma, había una gran desigualdad Social, que aunque existían diversas clases sociales, no se distinguían por su división, sus clases más importantes se pueden mencionar los Ilotas Siervos, que se dedicaban al trabajo agrícola, los Periecos o clase media, que eran los que desempeñaban la industria y el Comercio y los espartanos, que eran una especie de aristócrata, que mantenían ciertos privilegios militares. 

Otra de las ciudades importante de Grecia fue Atenas,  aquí no existían clases sociales, pero había una gran desigualdad de derechos entre los hombres, sí bien los habitantes podían actuar, criticar, y hasta impugnar los actos emanados de las asambleas y de autoridades competente, no tenían las prerrogativas jurídicas para reclamar las reformas de las arbitrariedades de las autoridades.

La aplicación de sus normas y sanciones se aplicaban a través del derecho costumbrista. Los mismos sostenían que los derechos individuales eran prerrogativas que otorgaba el estado como una especie de dadiva de favor, de los gobernados, por tal razón no tenían derecho de atacarlas. La doctrina de esa época sostenía en  criterio de que todos los hombres habían nacido en un Plano de igualdad, y que  la existencia de clases era por la sumisión de los mediocres con respecto de los mejores, los cuales tenían el control del Estado.

2.1.6 En el derecho Francés.
Esta Nación, ha sido considerada como la madre del derecho moderno, en vista de que los enciclopedistas, a partir del triunfo de la revolución codificaron las normas más modernas de la época, a tal punto que hoy día varios países latinoamericanos aún permanecen con ellas. Hay que señalar que dentro de este derecho, algunas de las fuentes más importantes se pueden indicar la Declaración de los Derechos del Hombre del año 1789, que consignan los derechos constitucionales de la persona humana, antecedentes que fueron instaurados en la constitución del año 1836, momento en que se empieza a considerar el recurso de amparo con el juicio constitucional, con la creación de un órgano separado de los tres poderes públicos previamente establecidos. 

Otro elemento importante lo constituye la creación del Recurso de Casación Francés, desconocido hasta ese momento, el cual serviría para la revisión de sentencias en última instancia, a través del consejo de Estado y la justicia administrativa”.

2.1.7 En el derecho Español.
La actividad jurídica de la Madre Patria, estuvo matizada e influenciada por el derecho de varios estatutos legales de diferentes reinos, en lo que se podrían mencionar el derecho de romano, el de los árabes, en de los visigodos, que presentaba una gran influencia de carácter militar y político. Con la instauración e influencia de la Justicia de Aragón, consignaron la observación de los actos emanados de autoridades administrativas, uno de los fueros más importantes con mayor significación en lo que respecta a garantías fué el llamado Privilegio General, que se dio en reino de Aragón, se consagraban los Derechos de los  gobernados, oponibles a las arbitrariedades de las autoridades y se manifestaba a través de medios procésales llamados Procesos forales, el que constituyó un verdadero antecedente de Juicio de Amparo en España. 

En este aspecto, el Privilegio General contenía prerrogativas individuales, que frente a las violaciones de los derechos protegidos, el gobernador podía utilizar el procedimiento llamado Manifestación de personas, que se constituían como un verdadero medio de protección o preservación de los derechos, dentro del Privilegio General de las persona humana.

Este procedimiento pretendía tutelar las libertades personales contra los actos emanados de las autoridades competentes. Constituía un verdadero control de legalidad de los actos rendidos por las autoridades de los tribunales inferiores. Específicamente en el reino de Aragón, sé constituyó “el Juicio de amparo”,  donde la justicia ofrecía garantías a las personas, y las propiedades, reconociendo la inviolabilidad del domicilio. Estas garantías constitucionales fueron afianzadas en la carta sustantiva del año 1812, con la Declaración de las garantías individuales, consistente en la creación de las nuevas Audiencias, la libertad de pensamiento, la protección de la propiedad privada, y la inviolabilidad del domicilio del ciudadano. Más tarde la constitución fue derogada en el año 1931, en la que se establecieron recursos de inconstitucionalidad de las leyes, las vías de excepción, y el recurso de amparo tomado del que ya estaba establecido en México.
2.1.8 En el derecho Norteamericano.
En los Estados Unidos de Norteamérica, adoptan del derecho constitucional anglosajón, un recurso en contra del apremio corporal, cuando este, es el resultado de una prisión ilegal, este es el llamado “Habeas Corpus”, que resultó ser un gran procedimiento, ante las autoridades judiciales, a fin de preservar las libertades personales, como medio de garantías individuales. En sentido general, la Constitución de los Estados Unidos, ha establecido El Juicio Constitucional, donde el ciudadano que entienda que ha sido afectado por un acto emanado de autoridad, podía interponerlo, este es el denominado “Writ of Certiorari”, que fué sustituido por el “Writ of error”, que era una especie de apelación que se interponía contra la sentencia definitiva de un juez, que era resuelto por la Suprema Corte de Justicia como máximo Tribunal del Orden Judicial. Estos procedimientos constituyeron los antecedentes del juicio de amparo.

2.2 La acción de amparo en América Latina.
El amparo aparece por primera vez en América Latina, en la constitución de México a nivel federal; en las sucesivas reformas Constitucionales que ha experimentado la carta sustantiva de ese país, ha servido como paradigma a diversas legislaciones de Latinoamérica e incluso países europeos. Esta ley fundamental, al igual que la de Brasil, bajo la denominación de “mandato de segurança”, le agencia gran fuerza jurídica a las instituciones que protegen los derechos de los ciudadanos. Hay que destacar, que la ley orgánica de amparo de la República Bolivariana de Venezuela del año 1985, constituye un verdadero código en materia tutelar.

Hay que resaltar, cual ha sido la influencia que ha tenido la acción de amparo en los países latinoamericanos en los últimos tiempos, resulta indispensable la referencia, si pretendemos conceptualizar el tema, aunque sea de manera panorámica y superficial, a la consagración y desarrollo de la acción, recurso o juicio de amparo, en varios ordenamientos jurídicos latinoamericanos, inspirados en el modelo de la institución mexicana, en los cuales ha fructificado ampliamente, debido, entre otros factores, a la común tradición jurídica proveniente del derecho hispánico, así como el alcance de esta acción en el derecho brasileño.

Se ha puesto de relieve, que “el derecho de amparo se ha constituido y desarrollado en Argentina, Bolivia, Chile, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá, Paraguay y Venezuela, instrumentos a los cuales deben agregarse el mandado de segurança del Brasil”
, el cual, por sus puntos de contacto con nuestras instituciones, se ha traducido al español por algunos tratadistas, al  igual que el habeas corpus establecido en el derecho Peruano, especialmente a partir de los decretos leyes de los meses, de octubre del año 1968 y de marzo del año 1974. En todas estas legislaciones, y en particular en los ordenamientos argentinos y brasileños, el amparo ha tenido un amplio desarrollo tanto legislativo como jurisprudencial, asumiendo su concepción clásica de instrumento protector de los derechos fundamentales de la persona humana consagrados constitucionalmente en su dimensión individual y social y excluyendo a la libertad personal, ya que ésta se tutela a través del tradicional habeas corpus.

Al analizar en conjunto la acción, juicio o recurso de amparo en las mencionadas legislaciones latinoamericanas, se puede destacar, como un primer factor importante, que si se toma en cuenta su ámbito tutelar, poseen una aproximación mayor con el recurso de amparo establecido en la citada Constitución española, que la compleja y considerablemente más extensa institución mexicana. 

En los citados ordenamientos constitucionales de Latinoamérica, o en sus leyes reglamentarias, se han introducidos elementos que constituyen innovaciones procesales en relación con el modelo del amparo mexicano, el cual todavía conserva aspectos tradicionales derivados de su evolución histórica, y entre estos factores novedosos que pueden constituir materia de reflexión en una futura regulación del recurso de amparo español, se puede mencionar la extensión del concepto clásico de autoridad, para comprender también a los organismos públicos descentralizados, los que se han multiplicado en los últimos años. 

También debe tomarse en cuenta la aportación de la jurisprudencia de los tribunales federales argentinos y, en especial, de la Suprema Corte, iniciada en el famoso caso de “Samuel Kot”, resuelto en el año 1958, en el sentido de que la tutela de los derechos de la persona consagrados constitucionalmente, procede también respecto de grupos o asociaciones sociales, económicas y culturales, tales como sindicatos, asociaciones profesionales y deportivas, empresas concesionarias de servicios públicos, universidades, entre otros.

El principio de la protección de los derechos fundamentales, consagrados constitucionalmente en la mayoría de las constituciones latinoamericanas, no sólo frente a las autoridades públicas y organismos descentralizados, sino también respecto a los grupos o asociaciones de carácter social, entendidas en un sentido amplio y actuando como grupos de presión que pueden afectar gravemente las propias autoridades los citados derechos humanos, ha sido también adoptado en época reciente como el caso de la ley de amparo adoptada recientemente por la República Dominicana.
2.2.1 El amparo en México.
Este recurso, que tiende a proteger los derechos fundamentales del hombre, en los países latinoamericanos, tiene sus orígenes en el año 1841, en la constitución mexicana de Yucatán, consignado una acción en reclamación de los derechos violados por las autoridades, en los artículos 8º, 9º y 62 y los que fueron acogido más tarde a nivel federal, primero en el Acta de Reformas del año 1847 en su art. 25 y posteriormente, en las Constituciones del año 1857 en sus artículos 100 y 101 y en la actual Carta Sustantiva derogada en el año 1917 en sus artículos 103 y 107, sirviendo como paradigma a diversas legislaciones de Latinoamérica y de España y algunos otros países europeos. 

A partir de la constitución mexicana del 1836, conocida como las siete leyes, se estableció un régimen centralista, lo que provocó un descontento entre los Yucatecas, en vista de que entendían que esta mantenía una gran concentración de poderes, acciones que estimularon la intención de separarse de la República. Con la consiguiente preocupación, se le otorgó la facultad de legislar su propio régimen jurídico, como si se tratase de un Estado federalista, dando origen al Estatuto del 31 del mes de Marzo del año 1841,  conocida como la constitución de Yucatán.

Así se habló por primera vez en el derecho legislado mexicano, y por vía de consecuencias de acción de amparo, decretado por órganos jurisdiccionales para combatir agravios en contra de las garantías individuales del hombre.

Posteriormente se estableció el juicio de amparo a nivel Federal, poco después se plasmo en la constitución Federal del año 1857 y 60 años más tarde aparece como una imposición en la carta sustantiva de los Estados Unidos Mexicanos.

La doctrina contemporánea ha señalado, que las garantías de los derechos constitucionales nacidas a partir de la Constitución Yucateca, ha sido el ejemplo tomado por España y otros países Latinoamericanos.

2.2.2 El amparo en Argentina.
La acción de amparo en Argentina, tuvo su origen en la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación suramericana, con los famosos casos de “SIRI Y KOT”, que admitieron, pese a la ausencia de regulación procesal específica, la existencia de una acción destinada a la protección de los derechos no alcanzados por el “habeas corpus”, ya que se estimó que los preceptos constitucionales y la experiencia institucional del país reclamaban que se le asegura el goce y ejercicio pleno de las garantías individuales constitucionalmente establecida, para la efectiva vigencia del Estado de Derecho.

El Alto Tribunal, en la mencionada jurisprudencia, determina las características de la acción de amparo, al considerarla como excepcional. Considera que ella está reservada a las delicadas y extremas situaciones, en las que, ante la ausencia de otras vías legales, se pone en peligro la salvaguarda de los derechos fundamentales del hombre. 

A partir de los años de 1966 al 1968, se establece la regulación legislativa del recurso de Amparo, con la sanción de la ley 16.986, que estableció el procedimiento contra actos y abuso de autoridades Gubernamentales, mientras que en el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, da cabida a dicha acción, cuando va dirigida contra actos de particulares.

2.2.3 El amparo Brasil.
En Brasil en cambio, el amparo surge con la Constitución del año 1891 cuando se adopta el “Writ Habeas Corpus”, conocido como mandato de segurança, y solo procede siempre que el individuo sufra o se halle en inminente peligro de sufrir violencia o coacción, por ilegalidad o abuso de poder. Es evidente que del propio texto constitucional resulta que no sólo se protege la libertad física, sino que también comprende en principio a los restantes derechos individuales. 

No obstante su extensión no precisada, se consideró que el habeas corpus, tal como estaba previsto en la Constitución, no prestaba amparo a los restantes derechos fundamentales que no estuvieren delimitados en la libertad corporal lo cual excedía en su función institucional al Habeas corpus, lo que dió lugar a la creación de manera independiente, de lo que ellos denominan mandato de seguridad y nosotros definimos como acción de amparo.

GUDESTEU PIRES, presentó el 11 de agosto de año 1926, un proyecto en el que se presentaba el mandato de segurança, como un remedio procesal para garantizar el ejercicio de derechos líquidos y ciertos, que no estaban amparados por el Habeas Corpus. También el diputado MATTOS PEIXOTO, presenta su proyecto el 28 de septiembre de año 1927, que aproxima el mandato de segurança, a las acciones posesorias, estableciéndolo como un procedimiento sumario. 

En el año 1930 la revolución disuelve el Poder Legislativo y es en el año 1934, cuando se fija formalmente en la constitución, el derecho de amparo de los ciudadanos brasileños, cuando en su artículo 113, específicamente en su numeral 33 decía: "Darse mandato de seguridad para defensa de derecho cierto e incontestable, amenazado o violado por acto manifiestamente inconstitucional o ilegal de cualquier autoridad. El procedimiento será el mismo del Habeas corpus, debiendo ser siempre oída la persona de derecho público interesada. El mandato no perjudica las acciones petitorias competentes”

Posteriormente, este mandato fue reglamentado a partir del año 1936 y modificado en el año de 1939 vía codificación civil, aprobado en ese mismo año por el congreso Brasileño.

2.3 Orígenes de la acción constitucional de amparo en la República Dominicana.
La isla de Santo Domingo desde su descubrimiento, pasando por todas las etapas y experimentando una evolución intensa en el sistema jurídico, llegando el nacimiento de la República en año 1844, pérdida  de la soberanía en el año 1861 con la anexión a España, abarcando el periodo de inestabilidad política que va desde la Restauración hasta el año 1916, periodo que tuvo una feroz dictadura encabezada por el Presidente Ulises Heureaux, llegando a la primera Intervención Norteamericana; recuperada la soberanía otra vez y pasada por la dictadura de Rafael Leónidas Trujillo Molina, que se prolongo por más de 30 años. Caída esta dictadura, la guerra civil del año 1965; la segunda intervención de los Norteamericanos y culminando con el proceso democrático de las últimas décadas.

En nuestro Ordenamiento  Jurídico, no se conocía la acción por medio de la cual se protegen los derechos individuales y sociales de las personas, hasta la promulgación de la ley 437-06 de fecha 30 del mes de Noviembre del año 2006, que crea el recurso de Amparo, derogada por la ley 137-11 del mes de Junio del año 2011, recurso establecido en el art. 72 de la constitución dominicana, proclamada el 26 del mes de Enero del año 2010.
Las constantes violaciones que desde el nacimiento mismo de la República, y hasta la fecha actual, se infieren a estos derechos que desde antes de conocerse y aprobarse la declaración Universal de los Derechos Humanos, eran vedados a los ciudadanos Dominicanos. Sin embargo no es hasta el año de 1977, cuando implícitamente nace un recurso para amparar las violaciones a esos derechos  constitucionalmente protegidos, la que fue ratificada por el Congreso  de la República  en el año 1978,  fecha en que se produce su publicación.

No es hasta el 24 de febrero del año 1999, cuando el más alto Tribunal de Justicia de la República Dominicana, emite un fallo histórico, con el caso de la empresa de productos Avon, S.A. con relación a los derechos fundamentales violados por autoridades gubernamentales, además de establecer desde ese momento su reglamentación a partir de una normativa internacional de manera administrativa. 

La sociedad dominicana y otras como la nuestra, a pesar de tener constituciones, acorde con la realidad social imperante, son sometidas a constantes violaciones, cuyos ciudadanos no contaban con las garantías individuales establecidas en las mismas. Esos derechos son violados constantemente por funcionarios de las distintas esferas gubernamentales e instituciones represivas del orden, y hasta por particulares, generándose periódicamente conflictos de corte constitucional, legal, administrativo y otros.

En el quehacer cotidiano, se presentan múltiples casos concretos, en los que susciten paralelamente cuestiones concernientes  a las garantías individuales, por ser este, una de las principales vías de preservación  de nuestro medio constitucional. 

Los derechos individuales y sociales especificados están garantizado en la Constitución Dominicana a partir del artículo 68 y siguiente, a fin de evitar que esos derechos sean vulnerados por autoridades gubernamentales o particulares, siendo el objeto del ejercicio de la acción de amparo, su protección o tutela.

Después de la reforma  a la constitución de 1994, fué ampliado el espectro de las acciones tendentes a garantizar estos derechos, pues se estableció la competencia de la Suprema Corte de Justicia para conocer de los recursos de inconstitucionalidad de las leyes por vía principal y directa. No obstante la puesta en vigencia de la ley 437-06 de fecha 30 del mes de Noviembre del año 2006, que crea el recurso de Amparo, derogada por la ley 137-11 del mes de Junio del año 2011, aún persisten situaciones  de atentados contra los derechos constitucionalmente protegidos.
CAPÍTULO III
NATURALEZA JURIDICA DE  LA ACCION DE AMPARO
La consagración constitucional de los derechos fundamentales ha seguido una evolución gradual que de manera muy significativa se revela en el mismo ámbito internacional. Primero se consagran y protegen los derechos civiles y políticos y luego se inicia un proceso mucho más lento de protección judicial de los derechos sociales, económicos y culturales. En efecto, la constitucionalizacion de los derechos civiles y políticos se acompaña por lo general de procedimientos ordinarios o específicos de control judicial; en cambio respeto de todos o de gran parte de los derechos indicados, su consagración constitucional tiene una menor intensidad o se le reconoce distinto alcance en su protección judicial. De este modo, resulta visible prácticamente en todas las constituciones la diferencia otorgada a los distintos tipos de derechos fundamentales.

Desde el punto de vista histórico, se puede comprobar, que las constituciones liberales de finales del siglo XVIII y del siglo XIX, consagraron un catálogo de derechos fundamentales relativos al estatuto del ciudadano, y protegieron el núcleo de los denominados derechos civiles y políticos. Ciertamente esta proclamación no fue uniforme ni definitiva, sino que estuvo sometida a una evolución que ni siquiera puede decirse que terminó, particularmente después de haber superado el siglo XX, caracterizado en términos generales por el desprecio más absoluto de estos derechos.

Los movimientos obreros del siglo XIX, las revoluciones mexicanas y soviéticas, escenificadas en los primeros años del siglo XX, supusieron la asunción de nuevos derechos fundamentales del hombre, en lo referente al aspecto económico y social que se cristalizaron en las constituciones europeas y americanas, en las que se consagraron derechos fundamentales de inspiración netamente social y que fueron calificados de derechos de primera, segunda y tercera generación.  

En los términos señalados precedentemente, hay que advertir  que los derechos de primera generación son los consagrados por las constituciones de los Estados occidentales como derechos civiles y políticos, mientras que los derechos de la segunda generación, fueron creados por las constituciones de los países del bloque socialista, como los derechos económicos y sociales que fueron defendidos hasta el final de sus ideologías; la tercera generación de derechos surgió  de las colonias europeas situadas en el Continente Americano, donde su mayor interés fue el establecimiento de derechos que favorecieran a la colectividad como sería la libre determinación de los pueblos, la soberanía permanente, la protección de los recursos y riquezas naturales. 

Las clasificaciones que se hagan desde el punto de vista político doctrinal, apenas tienen otra trascendencia que la meramente taxonómica; por lo que se puede observar, que en las más recientes consagraciones constitucionales se procura poner de manifiesto la indivisibilidad de los derechos fundamentales, sin perjuicio de los efectos que tenga el desarrollo institucional, económico y social de esos derechos.

3.1 Evolución de los derechos fundamentales del hombre.
Desde tiempos muy remotos, se ha sentido la necesidad de proteger los derechos más elementales del hombre, tal es el caso del Código de Hamurabi de Babilonia, que es el primero conocido en la historia, y que modificó en su estructura “Ley del Talión”, en la cual se estableció una proporcionalidad de la venganza privada, se le puso limite a la esclavitud, así como la prohibición del homicidio, buscando preservar la vida humana.

Los diez mandamientos del antiguo testamento, es otro antecedente en la historia de los derechos Humanos; ya que estableciendo prohibiciones se reconocían valores fundamentales inherentes al hombre. El Cristianismo, dio origen a una nueva etapa en el desarrollo histórico de los derechos naturales, al proclamar la igualdad entre los seres humanos y rechazar la violencia. Todo ello contribuyó a la aceptación de principios, especialmente entre los pueblos oprimidos y los esclavos.

El humanismo cristiano se refiere ya en esos tiempos al derecho natural o inherente a las personas, y para el año 1215, se realizo la primera aproximación a lo que actualmente se conoce como la Declaración de los Derechos del Hombre, que fue la Carta Magna de Inglaterra. Esta carta sustantiva fue la plataforma de la consagración de esos derechos, la cual proponía la igualdad de los hombres, en el trato y castigo para todas las personas que cometiesen delitos.  

A la Carta Magna se le considera como la base tradicional de las instituciones inglesas. En ella se establecía el respeto del rey hacia los derechos feudales de los nobles y las libertades de la Iglesia. Dentro de la Carta Magna se planteaban dos importantes principios: uno destinado a evitar los abusos judiciales, el otro principio se refería al establecimiento de los tributos, por el que estaba prohibido exigir contribuciones a los vasallos sin su previo consentimiento.

En Francia, esto dio formas precisas a la teoría del gobierno democrático parlamentario, con la separación de los tres poderes públicos, los que consistieron en un poder legislativo independiente, el ejecutivo y judicial, como mecanismo de control reciproco entre los mismo, acabando teóricamente con la concentración del poder en una misma persona y los constantes abusos y atropellos que históricamente había producido el irrestricto poder del monarca en contra de los seres humanos.
Para la época señalada, los franceses en particular, se mantenían denunciando vigorosamente las injusticias y miserias resultantes de la desigualdad social, propugnando por una sociedad basada en igualdad absoluta, en la que cada miembro de la sociedad, es al mismo tiempo parte del pueblo soberano, cuya voluntad general constituye la Ley.

Juan Jacobo Rousseau, citado por el maestro Seco Ellauri, en su obra la antigüedad y la Edad Media, ha dicho sobre las críticas que se les hacían al viejo modelo político del Estado Francés que  estas ideas de Rousseau favorecieron a la elaboración del concepto de los Derechos Humanos al plantear la necesidad de a existencia de una igualdad entre los hombres, quienes deben someter su voluntad individual a la voluntad del colectivo, con el objeto de alcanzar el bienestar para todos.
El desarrollo de los Derechos Humanos individuales, alcanza su mayor riqueza en las ideas liberales de la Revolución Francesa del año 1789, con la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, donde se expresa el carácter universal de los derechos del ciudadano. Esta Revolución se dio en momentos en que millones de seres humanos eran objeto de opresión.

En la Declaración de Independencia de los Estados Unidos, se expresa de una manera muy bien lograda que “todos los hombres son creados iguales; son dotados por su creador de ciertos derechos inalienables, entre los cuales están, la vida, la libertad y la búsqueda de la felicidad.”

 

Esta declaración de independencia, no incluyó una declaración explícita de derechos individuales, como tampoco lo hizo la constitución de 1787, lo cual explica que en 1791 se aprobaran diez enmiendas a la constitución, las cuales jugaron precisamente ese papel. La principal de estas enmiendas es la primera de ellas, la cual consagra la libertad de conciencia, de religión, de expresión, de prensa, de reunión y el derecho de petición. 

En la Declaración de los Derechos del hombre, se reitera que estos nacen y permanecen libres e iguales frente a sus derechos; la meta de toda asociación política es la conservación y protección de los derechos positivos y naturales; el origen de la soberanía reside esencialmente en la nación, ningún órgano o individuo, pueden ejercer autoridad que no emane expresamente de ella; y por último, la ley es la expresión de la voluntad general e individual, y todos los ciudadanos, tienen el mismo derecho de participar personalmente o por medio de sus representantes.

La declaración de los derechos del hombre, ha ejercido hasta hoy una poderosa influencia en la normativa constitucional. Sus redactores anticiparon la importancia de esos derechos, para que tengan una consideración importante en la constitución de cada estado. Así se estableció que  “toda sociedad en la cual la garantía de los derechos no está asegurada ni la separación de poderes establecida, no tiene constitución”

3.2- Protección judicial de los derechos fundamentales.
En este aspecto hay que indicar, que en la segunda mitad del siglo XX la constitución ocupa un lugar preeminente del ordenamiento jurídico, los jueces adquirían un protagonismo inusitado en la vida pública de las sociedades contemporáneas. En este sentido se ha sostenido que en el siglo XIX es el siglo de los parlamentos, en la primera mitad del siglo XX este lugar lo ocupan los ejecutivos y en la segunda mitad son los jueces los protagonistas.

Esta evolución ha supuesto un cambio conceptual o de paradigma de extraordinarios efectos, que en determinados países todavía no ha sido completamente asimilado, se ha producido una transición del juez legal al juez constitucional. En efecto, si en algunos casos, como ocurrió en los Estados Unidos de América, se ha tenido una historia y una tradición especial; en otros países, principalmente en el continente europeo, los cambios se producen en un corto periodo de tiempo, como revela la experiencia italiana y alemana, después de la segunda guerra mundial, y posteriormente lo hicieron Portugal y España, cuando en los años de 1976 y 1978 adoptan sendos países del sur europeo, constituciones democráticas y en los países perteneciente a la Europa  central y oriental, cuando en el año de 1989 se produce el desplome del muro de Berlín. 

Ahora bien, paradójicamente la revolución que supone el tránsito de un juez legal a un juez constitucional, no ha concluido por motivos bien distintos principalmente en dos países con una historia constitucional de especial significado como son el Reino Unido y Francia.

En todos los casos sin embargo, se ha producido una convergencia entre el modelo judicial norteamericano, representado por la extraordinaria labor desarrollada por el Tribunal Supremo Federal y los modelos judiciales europeos que, con la excepción del Reino Unido, se han dotado de tribunales o consejos constitucionales, a los que se les ha conferido el poder de interpretar la constitución e incluso, en alguno de estos países, como Alemania y la propia España, le han atribuido poderes de garantías especiales de determinados derechos fundamentales a sus tribunales constitucionales.

Es decir, que la justiciabilidad de los derechos fundamentales, exige en todo caso la habilitación de procedimientos legales de protección. Los Convenios Internacionales de protección de los Derechos Humanos, han estado especialmente atentos a este aspecto, como señala el Convenio Europeo de Derechos Humanos, cuando impone que toda persona, cuyos derechos y libertades reconocidos en el presente convenio, hayan sido violados, tienen derecho a la concesión de un recurso efectivo ante una instancia nacional, incluso cuando la violación haya sido cometida por personas que actúan en el ejercicio de sus funciones oficiales.

Del mismo modo hay que señalar, que en la Convención Americana de los Derechos Humanos, ha sido más generosa, al consagrar estos derechos, además de ser el instrumento por excelencia tomado como ejemplo por la mayoría de las constituciones latinoamericanas cuando analizando la parte dispositiva del Art. 25.1 que dice textualmente lo siguiente “ toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente convención”

Es preciso indicar, que de la lectura señalada en ambos postulados constitucionales , para el convenio europeo, el recurso efectivo se refiere a los derechos consagrados, mientras que la Convención americana, impone el derecho a un recurso efectivo, sencillo y rápido para la protección de los derechos reconocidos por la convención, la constitución y la ley de cada estado contratante en el entendido de que cada constitución de los países suscribientes, de un modo o de otro han consagrado un derecho a la tutela judicial efectiva cuyo ejemplo más significativo lo constituye la de México, Argentina y la propia de la República Dominicana. 

La consagración de los derechos fundamentales por las constituciones y por los convenios internacionales, se acompaña inexcusablemente del reconocimiento de un derecho a la tutela judicial efectiva.

El objeto en este caso es poner de manifiesto cómo se articula el control de constitucionalidad que ejerce en los distintos países, un tribunal de garantía 

Constitucional, con la protección de los derechos fundamentales hasta el punto de que en algunos supuestos Alemania y España se han establecidos procedimientos de amparo constitucional ante la jurisdicción consagrada para tales efectos. O precisamente conviene subrayar que consecuencia tiene la falta de mecanismos específicos de control de constitucionalidad respecto de una Constitución no escrita, como ocurre en el Reino Unido, y en relación con los efectos de ordenamiento supranacionales sometidos a un innegable proceso de constitucionalización.

3.3 Protección judicial de los derechos frente al Estado y a particulares.
Un fenómeno complementario de la constitucionalización de los derechos fundamentales, es visible por el extraordinario alcance que ha tenido, no sólo en el ámbito del derecho público y de las relaciones de los ciudadanos con los poderes públicos, sino también en el ámbito del derecho privado, “es decir, que cuando las relaciones jurídicas a las que se aplican se producen únicamente entre particulares”
. Este fenómeno es apreciable hoy en día, cuando sectores del ordenamiento que tradicionalmente constituían un ámbito del derecho privado, como las relaciones entre el empleador y el trabajador o del consumidor y el vendedor, han sido sometidas a un régimen especial de normas imperativas y protectoras de la parte más débil en todo proceso.

Vinculado a esta cuestión se plantea el problema de la eficacia horizontal de los derechos fundamentales, su invocabilidad en las relaciones entre particulares. En este sentido, después de un análisis de constitucionalismo europeo en el último medio siglo, se ha considerado que la lógica jurídica más elemental, se debe imponer,  por tanto, junto al reconocimiento de los derechos fundamentales de las personas, como el derecho público subjetivo, la admisión de la eficacia horizontal del Recurso o acción de Amparo como garantía jurídica y mecanismo protector de esos derechos.  

Por esta razón es habitual que se insista en la necesidad de trazar nuevas líneas de separación entre lo que es el derecho público y el derecho privado. Ahora bien, en sentido contrario se ha considerado que la vieja delimitación de los derechos civiles aplicadas a los defectos de sujeción a las garantías judiciales expresada por el Art. 6 de la Convención Europea de los Derechos Humanos,  “Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída de manera equitativa, públicamente y dentro de un plazo razonable, por un tribunal independiente e imparcial, establecido por la ley, que decidirá de los litigios sobre sus derechos y obligaciones de carácter civil o sobre el fundamento de cualquier acusación en materia penal dirigida contra ella. La sentencia debe ser pronunciada públicamente, pero el acceso a la sala de audiencia puede ser prohibido a la prensa y al público durante la totalidad o parte del proceso en interés de la moralidad, del orden público o de la seguridad nacional en una sociedad democrática, cuando los intereses de los menores o la protección de la vida privada de las partes en el proceso así lo exijan o en la medida en que sea considerado estrictamente necesario por el tribunal, cuando en circunstancias especiales la publicidad pudiera ser perjudicial para los intereses de la justicia”
, esta aseveración resulta desbordada y afecta a un gran número de Derechos tradicionalmente vinculados al Derecho público. 

Como punto de vista práctico se ha cuestionado, no tanto la eficacia de los derechos fundamentales entre particulares, sino la efectividad de su control judicial. En España, por ejemplo, se ha dado una solución práctica a este asunto, al referirse al Recurso de Amparo constitucional con relación a la violación de los derechos fundamentales provocado por los particulares, dado que, como es preceptivo el previo recurso judicial, el problema no se plantea directamente sobre la eficacia de los derechos entre los partículas, sino la violación por omisión del órgano judicial ordinario, que en el caso de que así se demuestre, no ha protegido adecuadamente tales derechos.

De modo que la acción de amparo constitucional, se dirigirá oportunamente frente a la actuación del juez ordinario que ha ignorado la violación de que se trata, y por vía de consecuencia la efectividad de los derechos fundamentales invocados entre particulares. 

La eficacia de los derechos fundamentales en el ámbito privado, es innegable, dada la existencia de causes jurisdiccionales de protección en el ámbito civil, mercantil o laboral, pero también porque algunos de los derechos fundamentales, como la libertad sindical, el derecho de huelga, la intimidad o el derecho al honor solo pueden encontrar su plenitud si son proyectados sobre la totalidad de las protecciones sociales incluidas las de carácter privado. La concepción moderna de los derechos fundamentales, como situación jurídica que forma parte de un modo integral y unilateral del patrimonio jurídico de los individuos, considerados bien singularmente o como pertenecientes a cualquier formación social, incluyendo el desdoblamiento cualitativo de la tutela en función de que el interés la merezca, sólo en la medida en que se dirija al estado, pero no respecto a terceros. 

3.4- Protección de los derechos fundamentales en el modelo europeo y sus transformaciones en el control constitucional.
En las décadas comprendidas entre el año 1920 al 1940, surge en  Europa, el control de la constitucionalidad de los derechos fundamentales, la misma se concretó efectivamente en la segunda mitad del siglo XX. Aún cuando presenta su propia originalidad, no deja de tener presente la experiencia Norteamericana, que en efecto tiene su punto de partida en distintos modelos del continente. 

Algunas doctrinas sostienen el criterio de que “si cabe decirlo así, el sistema Norteamericano está diseñado a favor de la supremacía judicial y de los derechos naturales frente al legislador; el sistema kerseniano, en cambio, supone un acto de desconfianza frente a los jueces ordinarios y de restablecimiento de la supremacía del parlamento ante la actividad libre de los jueces”
. Partiendo de lo que establece el profesor Luis Prieto, ni kersen, ni la constitución austriaca del año 1920 llegaron a concebir una norma generadora de derechos y obligaciones, que fueran capaces de imponerse al legislador mediante una garantía judicial; la ley es el horizonte normativo máximo, tanto para los jueces como para los ciudadanos, pues la constitución opera en el plano interno de los órganos estatales y su garantía corresponde a un legislador especial, ajeno a las consideraciones políticas o discrecionales propias del parlamento y ajeno también a la protección de Derechos o intereses concretos.
Los defensores del como lo establece la cita anterior, entienden que los tribunales constitucionales extienden sus poderes fundamentalmente al control concentrado de la constitucionalidad de las leyes, en este sentido el sistema europeo incorporó nuevos espacios jurisdiccionales bien presentes en el modelo judicial de los Estados Unidos, la jurisdicción de conflictos, especialmente en los ordenamientos federales; del mismo modo que Alemania, Italia y España y la jurisdicción de la libertad, encargándose también algunos de los tribunales constitucionales de estos países, de amparar  determinados derechos fundamentales, es decir, que el recurso especifico de amparo de los derechos fundamentales ante los tribunales constitucionales, tiene un carácter excepcional y en todo caso es subsidiario de las garantías de los derechos fundamentales que corresponde a los tribunales ordinarios; de modo que tanto la doctrina como la jurisprudencia española han insistido en relación precisamente con el recurso de amparo  constitucional, que este exige por su naturaleza una justicia constitucional menos difusa, de tal modo que los jueces ordinarios son competentes para proteger derechos fundamentales.

El modelo europeo de control constitucional, ha establecido en los tribunales ordinarios, una nueva jurisdicción constitucional, a los que se les encomienda, no solo el examen de la constitucionalidad de las leyes sino también el amparo jurisdiccional de determinados derechos fundamentes; a través de un recurso especifico o mediante la cuestión planteada por los jueces, este acontecimiento ha producido importantes conflictos entre algunos tribunales constitucionales de este continente.

No obstante este acontecimiento, se han desarrollado en Europa dos particularidades del modelo de control de constitucionalidad concentrado; en tal sentido; la primera justicia constitucional se limita única y exclusivamente y además con carácter preventivo al control de la constitucionalidad de las leyes, cuyo ejemplo más significativo lo constituye el francés, y la segunda justicia constitucional se caracteriza por tener como misión, controlar la constitucionalidad de las leyes a través del recurso de inconstitucionalidad, ejerciendo un control abstracto que se completa con la potestad de los jueces, de formular cuestiones sobre la constitucionalidad de las leyes que sean aplicables al caso enjuiciado, “la protección de los derechos ciudadanos por los Tribunales Constitucionales también se manifiesta en los países donde no existe el amparo”
,  un indicativo de que los derechos y la protección del ciudadano están garantizados en los tribunales constitucionales de esos países.

En Alemania el recurso de amparo es precisamente una de las competencias atribuidas al tribunal constitucional federal y lo puede interponer todo persona que haya sido lesionada por una decisión arbitraria del poder público. Es decir, que fuera de los derechos fundamentales se puede establecer un procedimiento judicial de protección o de tutela judicial efectiva, así como otras garantías judiciales frente a las sanciones penales y a favor de la libertad personal. 

Desde el punto de vista procedimental, y en los términos ya establecidos en la constitución alemana, cuando se refiere a la Corte Constitucional federal se podrá establecer como  condición de los recursos de amparo el agotamiento previo de la vía judicial, estableciendo un procedimiento especial de admisión.

Del mismo modo se han consagrados ciertos procedimientos de protección de las libertades y derechos constitucionales en España a partir del año 1978, respondiendo de este modo a la especial sensibilidad que en momentos de transición de la férrea dictadura franquista a la democracia moderna, los españoles tomando como ejemplo el recurso de amparo mexicano, han consagrado en su carta sustantiva, verdaderos derechos de garantía constitucional, en los que se consagrado las libertades y el respeto esencial individual, creando una verdadera tutela a través de un procedimiento sumario de reclamos de derechos constitucionales, así como el reconocimiento, el respeto y la protección  de los principios reconocidos en su conformación legislativa.

3.5 Protección de los derechos fundamentales en el modelo norteamericano.
En el modelo norteamericano, el valor supremo de la Constitución Federal, basa sus poderes en el equilibrio constitucional y en la igualdad de condiciones, de modo que independientemente de este criterio, queda sometido a su nivel jurisdiccional, el poder legislativo, el poder ejecutivo y el propio poder judicial, en virtud de la supremacía de control judicial y del criterio jurisprudencial que este mantiene. En la primera mitad del siglo XIX, los aplicadores de la ley se preguntaban por la diferencia existente entre el poder judicial norteamericano y el poder de los jueces europeos; “este solo hecho es la causa: los americanos han reconocido a los jueces, el derecho de fundamentar sus decisiones en la constitución, más que en la leyes. En otros términos, se les permite la no aplicación de las leyes que les parezcan inconstitucionales. Sé que este derecho ha sido a veces reclamado por los tribunales de otros países; pero jamás se le ha concedido. En América, está reconocido por todos los poderes, no hay partido, ni hombre siquiera que se lo discuta. La  explicación a ello ha de buscarse en el principio mismo de las constituciones americanas.”

Con relación al párrafo anterior, es preciso indicar que la clave de este sistema judicial de control, consiste básicamente en que cualquier juez tiene el poder de dejar de aplicar una ley o cualquier otra norma a un caso particular o también de reconocer la potestad judicial de interpretar el derecho, de conformidad con la constitución y consecuentemente de los derechos fundamentales proclamados, en este caso, por la constitución norteamericana en sus sucesivas enmiendas.

En cualquier caso, es visible que la historia del tribunal supremo norteamericano, está marcada por la interpretación de los derechos consagrados en la constitución y con mayor o menor fortuna, las decisiones  judiciales han influido decisivamente en la historia de los Estados Unidos. 

El Tribunal Supremo estadounidense, a partir del año 1937, se ha caracterizado por el desplazamiento del centro de interés hacia los derechos civiles, así como los derechos fundamentales, de ahí que reconociendo la grandeza del modelo judicial norteamericano, su propia evolución y el carácter supremo de su tribunal federal parecen haber encontrado un obstáculo por la propia incapacidad de trascender hacia el exterior y de negarse a internacionalizar su protección judicial, de manera que, han levantado especiales críticas a este sistema en vista de que este control judicial está basado en los derechos fundamentales; lo que no resulta apropiado en los actuales momentos para las sociedades razonablemente democráticas cuyo principal problema no es que sus instituciones legislativas tengan disfunciones, sino que sus miembros no estén de acuerdo sobre tales derechos fundamentales.

3.6 La protección de los derechos fundamentales en Latinoamérica.
La Convención Americana de los Derechos Humanos de San José de Costa Rica del año 1969, ha sido la pionera en Latinoamérica en garantizar los derechos fundamentales. Este tratado internacional, consagra un conjunto de derechos civiles y políticos, cuyo control jurisdiccional está a cargo de la Corte Internacional de Derechos Humanos y los demás órganos del orden judicial de los países miembro.

Este estatuto jurídico latinoamericano, prescribe la garantía jurídica de los ciudadanos, en los artículos que van desde el 3 al 25, esta se ha inspirado en distintos instrumentos de derecho humanos internacionales, como el Convenio Europeo de Derechos Humanos.

El amparo judicial, entendido como una garantía procesal que busca la protección de los derechos fundamentales de los ciudadanos, reconocidos por las cartas sustantivas de los países, las leyes y los tratados internacionales, contra las acciones arbitrarias y contradictorias a la ley, cometida por las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones e incluso por la irradiación de los derechos fundamentales que supone en las relaciones privadas, ha tenido un especial éxito en las constituciones de América, siendo pionera, sin duda, la experiencia mexicana.

En efecto, el juicio de amparo tal y como fue percibido por los mexicano en la primera mitad del siglo XIX,  afianzado en la constitución del año 1917, ha sido adoptado de manera progresiva por la mayoría de los textos fundamentales latinoamericanos, aunque en algunos de ellos con denominaciones distintas; tal es el caso de la Constitución Argentina de 1949, la de Bolivia de 1967, la de Brasil (que estableció el mandato de segurança), la de Chile, (con el recurso de protección judicial), la de Colombia (con la tutela jurídica) así como la de Costa Rica, el Salvador), Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá, Uruguay, Paraguay y Venezuela.

Con el fin de presentar una visión panorámica del nacimiento y evolución del amparo en Latinoamérica, se pretende analizar algunos ordenamientos comparados, que por sus características históricas como es el caso del amparo mexicano en sus especialidades jurisdiccionales, en el supuesto del derecho argentino por su vinculación con la Convención Americana de los Derechos Humanos, finalmente en el derecho de Costa Rica, por estar más cercano y servir como término de comparación de experiencia judicial y legislativa con el derecho Dominicano.

3.6.1 El modelo mexicano.
El recurso de amparo como institución de derecho público, es el más importante del derecho procesal mexicano, que es el resultado de una lenta y tormentosa evolución procesal, en la que fue posible combinar fuentes externas con el desarrollo de instrumentos consagrados en documentos constitucionales mexicanos. Lo que resultó un instrumento legal heterogéneo, un procedimiento inspirado en la legislación hispánica y de derecho norteamericano, situada en la familia o tradición continental europea, de origen romano-canónico. Por otra parte el amparo mexicano, sufrió transformaciones esenciales que modificaron de manera sustancial su estructura procesal.

El derecho constitucional norteamericano como derecho externo, ha tenido una gran influencia en la protección de los derechos fundamentales en México, a través de la influencia que ejerció el habeas corpus, que es de origen británico, consagrado en las diversas constituciones de las antiguas colonias inglesas y la revisión judicial de la constitucionalidad de las leyes.

La influencia que han ejercido algunas instituciones francesas que intervinieron directa o indirectamente en el amparo mexicano, por medio del Supremo Poder Conservador, que fue el órgano político establecido en las Leyes Constitucionales centralistas del año l836, y que tenía por objeto declarar la nulidad de los actos o leyes de los poderes públicos, a petición de alguno de ellos, y las decisiones jurisprudenciales emanadas del más alto Tribunal de Justicia francés, que se injertó en el amparo contra resoluciones judiciales, en cuanto se aceptó la procedencia del propio amparo contra las decisiones de todos los jueces y tribunales del país.

Para los países latinoamericanos, el recurso de amparo ha sido considerado una institución de origen mexicano, que a su vez, se inspira en la experiencia constitucional de los Estados Unidos y en el derecho histórico español. “Resulta paradigmático la manera en que un instrumento jurídico protector de origen nacional, como lo es el juicio de amparo mexicano, se ha proyectado hacia su implementación en el orden jurídico de otras naciones y a nivel internacional. Con independencia de los antecedentes remotos en el derecho romano (homine libero exhibendo e intercessio tribunicia), en el inglés (habeas corpus) y en el español (procesos aragoneses del medioevo), se ha considerado por la mayor parte de la doctrina que el amparo constituye una institución genuinamente mexicana, al haberse previsto por primera vez en la Constitución yucateca de 1841 (arts. 8º, 9º y 62) y acogido a nivel federal, primero en el Acta de Reformas de 1847 (art. 25) y posteriormente, en las Constituciones de 1857 (arts. 100 y 101) y en la actual de 1917 (arts. 103 y 107), sirviendo como paradigma a diversas legislaciones de Latinoamérica y de España y algunos otros países europeos”

Partiendo de lo expresado en la cita anterior, en este país latinoamericano, el recurso o acción de amparo, tiene como función principal asegurar la constitucionalidad de la actuación del poder público, en cuanto que la constitución como norma básica debe conservar su supremacía, lo que se logra a través del juicio o acción de amparo, que se ejerce por medio de un órgano judicial con respecto al gobernador, es decir, al individuo que solicita de manera formal protección contra la aplicación de la ley o de actos que sean contrarios a la constitución.

El juicio de amparo mexicano, ha influido en otros derechos nacionales e internacionales, inspirando la adopción de procedimientos con características comunes; su objetivo es proteger los derechos humanos consagrados en los ordenamientos constitucionales. A través de este procedimiento sencillo y breve se permite la adopción de medidas cautelares que culminan con una sentencia que restituye al afectado el goce y ejercicio de sus derechos infringidos por cualquier autoridad.

El principio fundamental del juicio de amparo mexicano, se basa en la protección de la persona humana como ha sido establecido en el Art.107 de la Constitución del año 1917,  cuando dice “todas estas controversias se sujetarán a los procedimientos y formas del orden público que determine la ley de acuerdo con las bases siguientes I- el juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada; II- la sentencia será siempre tal, que solo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja en hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare”
, de la misma forma hay que subrayar, que el juicio de amparo mexicano, abarca cinco procesos distintos uno de otro y que consisten en la protección de las libertades e integridades personales, por medio de un recurso de protección judicial denominado habeas corpus; la impugnación de la inconstitucionalidad de las leyes; el amparo contra resoluciones judiciales; el amparo contra actos o resoluciones de la administración pública, federal o local; y el amparo en materia social agraria.

Las fuentes legislativas actuales del juicio de amparo mexicano, están consagrada no solamente por la constitución federal, sino también por una ley especializada sobre el amparo, de la ley orgánica del poder judicial de la federación y del código federal de procedimiento civil, que son de manera reciproca todos de aplicación supletoria.

De conformidad con lo que establece la ley mexicana de amparo, el objeto de esta acción, es resolver toda controversia que se suscite por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales; por leyes o actos de autoridad que vulneren o restrinjan la soberanía de los estados; y por leyes o actos de autoridades que invada la esfera de la autoridad federal. 
La evolución a la que ha estado sometido el recurso de amparo mexicano, ha creado en los actuales momentos, una combinación judicial un tanto compleja, en vista de, que no obstante su aparente unidad, este advierte algunos instrumentos autónomos, que en su conjunto determinan la impugnación de último grado, con algunas excepciones, de los actos y resoluciones pronunciadas por todos los tribunales del país, incluyendo las resoluciones emanadas de las autoridades administrativas competentes y las de carácter legislativo. 
El procedimiento del recurso de amparo mexicano, establece los lineamientos de un procedimiento concentrado con todas las características del tradicional habeas corpus que han incorporado otras naciones del hemisferio americano, para proteger la libertad y la integridad personal del individuo, cuando estos resulten perjudicados por una decisión administrativas, y para la impugnación de las disposiciones materialmente legislativas que se consideren contrarias a la Constitución Federal.

Otra garantía constitucional protegida por el recurso de amparo es la impugnación de las resoluciones judiciales, en particular las sentencias definitivas, de todos los jueces y tribunales del país, y que se ha calificado como el amparo-casación, ya que es el equivalente a un recurso de casación a nivel nacional.

3.6.2 El modelo Costarricense.
“El derecho de amparo en Costa Rica, ha estado influido por la experiencia mexicana tanto en el siglo XIX como, en particular por la constitución de 1917”

La protección de los derechos fundamentales del hombre en Costa Rica ha estado influenciado por el derecho mexicano; se trata de un proceso básicamente informal que busca la protección de los derechos y garantías contenidos en las reglas y principios  establecidos en la constitución del año 1949 y en los Tratados Internacionales sobre derechos humanos, de la que forma parte el país costarricense. La evolución del amparo en este país latinoamericano ha mantenido una igualdad procesal con el establecido en la constitución de Yucatán, México. 

La constitución de Costa Rica, establece que toda persona puede interponer cuando le han violado sus derechos fundamentales un recurso expedito y rápido de amparo de sus derechos, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, restringa, altere o amenace, con arbitrariedades o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por la constitución, un tratado o una ley.

En este caso, el juez podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva. Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinara los requisitos y formas de su organización.

Todo persona podrá interponer esta acción para tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que consten en registros o bancos de gastos públicos o los privados destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o discriminación, para exigir la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquellos. No podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodísticas.

Hay que significar, que el recurso de amparo en Costa Rica garantiza los derechos y las libertades fundamentales consagradas en la constitución o en los instrumentos internacionales sobre derechos humanos vigentes. “El recurso de amparo garantiza los derechos y libertades fundamentales al que se refiere esta ley, salvo los protegidos por el de habeas corpus. Procede el recurso contra toda disposición, acuerdo o resolución y, en general contra toda acción, omisión o simple actuación material no fundada en un acto administrativo eficaz, de los servidores y órganos públicos, que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de aquellos derechos”
. En este sentido la ley de la jurisdicción constitucional articula el procedimiento del recurso de amparo y a su vez lo divide en: amparo contra órganos o servidores públicos, contra sujetos de derecho privado, el derecho de rectificación o respuesta y por último las sanciones.

De esta regulación resulta que existe un amparo contra los órganos o servidores públicos y a su vez un amparo contra sujeto de derecho privado, existiendo cierta diferencia en cuanto al tratamiento y a la interposición de ambos recursos. En el caso en cuestión aquel que pretende reclamar un derecho violado debe expresar de manera clara y precisa el hecho o la omisión objeto de dicho recurso, así como el derecho que ha sido o pretende ser vulnerado, además del nombre del servidor público o del órgano que ha causado o puede causar el agravio. Sin embargo, si el derecho lesionado está claramente definido, no será requisito indispensable citar la norma constitucional que se ha infringido siempre que no invoque un instrumento internacional. 

Para la interposición del recurso no es necesaria la autenticación por lo que esta puede ser realizada inclusive hasta por telegrama, memorial u otro medio de comunicación por escrito. Así pues, el amparo Costarricense no requiere especiales formalidades en cuanto a su interposición, sin que tampoco sea necesario precisar la norma constitucional infringida, ni determinar la relación de causalidad existente entre el acto y la violación.

3.6.3 El modelo argentino.
El juicio de amparo en Argentina, tiene inicialmente, y a partir del año 1957 una configuración jurisprudencial, y a través  de una ley en el año 1966, principios constitucionales que se recogen de modo expreso en la constitución de este país en el año 1994, la que trajo un procedimiento de amparo judicial con características distintas al ya establecido en México, aproximándose más al modelo brasileño del denominado mandato de segurança.
Se puede asegurar que la acción de amparo de este país latinoamericano, tiene sus orígenes con la famosa sentencia del 27 de diciembre del año 1957, en la que la Corte Suprema de Justicia, tuvo a bien acoger el recurso de amparo denominado Siri, Ángel S.; el referido litigio versaba sobre la clausura de un periódico durante la vigencia del régimen militar, de igual forma se conoció el 5 de septiembre del año 1958 el famoso caso Kot Srl en la que ese alto tribunal de justicia tuvo a bien extender el amparo a los actos lesivos provenientes de particulares.

La influencia recibida en Argentina, en la configuración de la acción de amparo, procede fundamentalmente como ya se ha dicho, del mandato de segurança brasileño, la que resulta una garantía jurisdiccional especifica que permite a toda persona ya sea física o jurídica la protección de aquellos derechos fundamentales que no estén protegidos por el habeas corpus o por el habeas data y que hayan sido lesionados o estén en peligro de serlo proveniente de un acto de cualquier autoridad.

En el caso en cuestión, dicha acción tiene por finalidad la protección de todos los derechos constitucionales implícitos o explícitos de las personas salvo el de la libertad corporal que corresponde ser protegido por el habeas corpus. Por lo tanto, el amparo argentino protege los derechos tutelados por los Tratados Internacionales y los derechos protegidos por las leyes, decretos, ordenanzas y resoluciones. 

3.6.4 El modelo brasileño.
La constitución brasileña, instituye como medios de protección judicial de los individuos, a partir de un procedimiento sencillo denominado Writ Hábeas, o lo que es lo mismo, el Mandamiento de Seguridad o de Segurança, el cual debe de entenderse como el derecho firme y cierto, atendiendo a su objeto de protección.

En Brasil no existe una ley que ampare los derechos fundamentales como otras naciones del hemisferio latinoamericano, sin embargo, se puede decir que la constitución protege ciertos derechos, que aunque es deficiente, es un medio mediante el cual los gobernados pueden reclamar las garantías individuales consagradas en el mandamiento de seguridad.

Se puede decir que en este país, hay medios de control constitucional frente al Estado, que se pueden ejercer con la intervención del Gobierno Federal, que se hará por ante el procurador judicial a fin de atacar el acto inconstitucional, quien tendrá que apoderar el Suprema Tribunal Federal, que finalmente indicará su procedencia.  Este procedimiento judicial llamado mandamiento de seguridad o mandato de segurança, solo procede siempre que el individuo sufra o se halle en inminente peligro de sufrir cierta violencia o la imposibilidad de ejercer algún derecho protegido, por ilegalidad o abuso de poder. 

La constitución política, no precisa proteger derechos a través del amparo constitucional, sino que establecieron el habeas corpus y luego el mandato de segurança que podría asimilarse a la acción de amparo, además de las acciones posesorias como un procedimiento sumario.  Es decir que el Brasil, el mandato de segurança es asimilado a la acción de ampara de los derechos fundamentales del ciudadano Brasileño.
CAPÍTULO IV
TUTELA CONSTITUCIONAL DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES EN LA REPÚBLICA DOMINICANA
En las últimas cinco décadas, la discusión jurídica acerca de los derechos fundamentales del hombre, se ha intensificado como nunca antes en la historia de los pueblos. Estos derechos y sus garantías se han convertido en un referente inexcusable de la modernidad de los últimos tiempos, han sufrido un notable fenómeno expansionista, elementos que dan cabal significado al estado democrático. Este fenómeno ha producido una creciente atención en la protección jurisdiccional de los derechos fundamentales y libertades públicas.

El ejercicio  de esos derechos, aún siendo una prerrogativa que nace con el ser humano mismo, ha encontrado en el derecho positivo su fuente     sustento por excelencia, siendo la carta sustantiva la norma de garantía constitucional, convirtiéndose en el receptáculo de su primacía y amparo. A este ambiente de consagración legislativa de los derechos fundamentales del hombre, no ha escapado la República Dominicana que, desde el nacimiento mismo de su vida como Estado soberano consagrado en la constitución del año 1844, incorporó en esta carta sustantiva, un catálogo de derechos y garantías fundamentales que, con el devenir de los tiempos y sus múltiples reformas, ha ido integrando nuevas formas de expresión que han obligado, a tener que desarrollar nuevos mecanismos para el goce de los mismos.

Un hecho de significativa importancia en el dinamismo que han adquirido los derechos fundamentales, tanto en su expresión numérica como en la exten​sión de su cobertura, lo constituye la internacionalización que han experimentado con las grandes manifestaciones de derechos, y los Pactos y Convenciones que han suscrito las distintas naciones del mundo, haciendo trascender el reconocimiento de los derechos humanos y sus mecanismos de tutela más allá de las fronteras, permi​tiendo así incorporar al derecho interno figuras novedosas y extrañas a los sistemas de derechos nacionales, así la República Dominicana adopta también este modelo de incorporación de nuevos catálogos de derechos, con la adopción de diversos instrumentos internacionales que posterior a su ratificación por el Congreso de la República, será incorporado al derecho interno y, por aplicación de un mecanismo de extensión que parte del contenido esencial de los derechos, los eleva a la categoría constitucional.

Uno de los instrumentos de mayor importancia para la República Dominicana y el resto de los países miembros de la Organización de Estados Americanos, desde el punto de vista de la protección internacional de los derechos fundamentales, lo ha constituido la Convención Americana de Derechos Humanos, o Pacto de San José de Costa Rica, del 22 de Noviembre del 1969, resalta que dentro de un estado de derecho, en el cual se rigen las instituciones democráticas, la garantía de derechos de los seres humanos se basa en el establecimiento de condiciones básicas necesarias para su sustentación, este instrumento regional ha ejercido gran influencia en el desarrollo de la jurisprudencia constitucional, “al ser un derecho fundamental, forma parte de nuestra Carta Magna y del Bloque de Constitucionalidad, así como también de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y de otros Tratados y Convenios que forman parte de nuestro derecho positivo”
, principios jurídicos que han servido de base para que los jueces del ordenamiento jurisdiccional  de la República Dominicana puedan producir criterios jurisprudenciales de protección constitucional.

El estudio de una figura tan importante como la protección judicial de los derechos fundamentales, permite a los operadores del sistema judicial, identificar el ámbito de competencia en que habrán de aplicar este importante instrumento procesal en los tribunales de la República Dominicana, así como identificar las violaciones constitucionales a las que pueden ser aplicadas; desarrollando los conocimientos necesarios para la identificación de los operadores responsables de las vulneraciones a los derechos y, sobre todo, identificando las violaciones indicadas por las víctimas, dando so​luciones justas y razonables a los conflictos que por vía de amparo se les presenten.

4.1- Las fuentes normativas, su jerarquía y la internacionalización de los derechos fundamentales.
El conjunto de normas internacionales que integran el sistema de fuentes, debe conducir a un orden de jerarquía  que permita al juzgador decidir acerca de cuál de las normas debe prevalecer; en caso de presentarse algún conflicto sobre la aplicabilidad de una norma interna y otra internacional que entren en contradicción. La Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados en su artículo 27 exhorta que “Una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado”

Es evidente que en el caso de la especie se plantea un marco referencial acerca del lugar que se debe  dar a la norma internacional con respecto al derecho interno. Al respecto, se asume una prohibición de que los Estados dejen de aplicar el contenido de un tratado del que son partes, anteponiendo su derecho interno para justificar su inaplicación. Se tiende de este modo a colocar los instrumentos supranacionales en una posición privilegiada dentro del sistema de fuentes, con respeto al derecho inter​no. Si se asume de manera categórica, y sin excepciones, tal posicionamiento del ordenamiento internacional, necesariamente habrá de implicar la afectación de todo el sistema normativo estatal, al imponérsele una adecuación automática del ordenamiento jerárquico.
Con carácter previo debe recordarse que ya ha quedado determinado el valor normativo del derecho internacional en el ámbito interno de los Estados y, en este contexto, la constitución dominicana ha establecido tal intención al declarar su aplicabilidad tras la ratificación por el Congreso de la  República en el año 1977. 

El posicionamiento que se le otorga a las normas de derecho internacional de supremacía sobre el derecho interno, se plantea sobre cuál sería la situación que genera una confrontación con una ley interna. 

El más alto Tribunal de Justicia de la República Dominicana, ha  considerado, “que la nacionalidad es un fenómeno que crea un lazo de esencia marcadamente política en que cada Estado, en los límites de los Tratados Internacionales y el derecho de gentes, determina soberanamente quiénes son sus nacionales, por lo que puede, como corolario obligado de ello, imponerse al que nace en su territorio o que en él se desenvuelve; que dentro de los límites de compatibilidad antes indicados, la Convención de La Haya del 12 de abril de 1930,   impone a este respecto el principio de que, pertenece a cada Estado determinar por su legislación, quiénes son sus nacionales, sin perjuicio de la libertad reconocida a los individuos de elegir, dentro de los limites que fije la ley, su nacionalidad o de cambiar de ella”
 

Es opinión mayoritariamente aceptada que cuando se genera el conflicto con una ley interna de carácter adjetivo, el tratado internacional impone su contenido sobre ésta, con lo que se le está reconocien​do un lugar superior al de las leyes ordinarias. Pero cuando el conflicto se genera entre un tratado internacional que versa sobre derechos fundamentales y la Constitución, como norma de derecho interno que es, la solución no parece tan sencilla.
El criterio de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en clara referencia a ese ca​rácter vinculante del contenido del Pacto de San José y al posicionamiento de éste en el sistema de fuente, ha afirmado, "La inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones a los derechos reconocidos por la Convención, constituye una trasgresión de la misma por el Estado Parte en el cual semejante situación tenga lugar. Debe subrayarse que, para que tal recurso exista, no basta con que esté  previsto por la Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla”

La jurisprudencia constitucional dominicana, al referirse al sistema de fuentes y al lugar que ocupan los Tratados Internacionales, ha sostenido que conviene precisar, antes del análisis de la incidencia de las convenciones mencionadas sobre la ley cuestionada, cuya superioridad se aduce frente al derecho interno, por ser aquellas normas del Derecho Internacional, por oposición al primero, es el conjunto de normas que tienen por objeto la organización del Estado de que se trate, lo que obviamente incluye su Constitución política, por lo que resulta impropio afirmar que la Convención prevalece sobre todo el derecho interno de la Nación dominicana, en razón de que ninguna norma nacional o internacional puede predominar por encima de la Constitución.

Frente a esta disyuntiva, se ha pronunciado el presidente del más alto Tribunal de Justicia de la República dominicana, Mag. Jorge A. Subero Isa, al destacar que “en virtud del principio de la supremacía de la Constitución, ninguna disposición legal adjetiva, incluyendo los Tratados, Pactos y Convenciones Internacionales, suscritos y ratificados por el país, ni mucho menos ninguna decisión o resolución de órganos u organismos internacionales o supranacionales, puedan estar por encima o ser contraria  a la Constitución”
 Debe subrayarse que, para que tal recurso exista, no basta con que esté previsto por la Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea realmente idóneo. Resulta reiterativa la posición que, tanto en doctrina como en jurisprudencia, se asu​me en torno a la primacía de la Constitución y la imposibilidad de que cualquier otra norma pueda transgredirla sin sucumbir ante ella.
Frente a una confrontación o enfrentamiento de un tratado o convención con la Constitución de la República, ésta debe prevalecer, de lo que se sigue que para que una ley interna pueda ser declarada inconstitucional, no es suficiente que ella contradiga o vulnere una Convención o Tratado del que haya sido parte el Estado Dominicano, sino que es necesario que esa vulne​ración alcance a la Constitución misma, salvo el caso que se trate de una suposición sobre derechos humanos comprendida dentro del Bloque de Constitucionalidad.
4.2- La Convención Americana de Derechos Humanos y los derechos fundamentales consagrados en la legislación dominicana.
Las normas de garantías constitucionales de los derechos fundamentales del hombre, consagrados en el Pacto de San José de Costa Rica, impusieron a los países signatarios, la protección de los derechos, que continuamente eran vulnerados por los gobernantes, estas normas, están llamadas a estar revestidas de un ropaje impenetrable contra cualquier tipo de ataque tendente a su violación, su inclusión en el texto constitucional, les confiere un posicionamiento cimero en el conjunto de normas del sistema jurídico, que le reserva un estatuto de permanencia frente a las amenazas que enfrenta desde el poder estatal, que se ve limitado en su accionar ante la obligación de respeto y tutela que debe a los mismos. Así, considerados como, leyes del más débil en alternativa a la ley del más fuerte que regía y regiría en su ausencia, tienen en las garantías su base de sustento. 

Para la tutela de los derechos fundamentales de los gobernados, se han establecido tres campos legales de significativa categoría, en el que cada uno hace un aporte especial al proceso de afianzamiento de los derechos privativos del ser humano: “Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana, razón por la cual justifican una protección internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno de los Estados Americanos”
 estos son a) la judicialización de las garantías, b) su constitucionalización y c) su internacionalización. 

Estas tres condiciones jurídicas de afianzamiento de los dere​chos fundamentales, en su primera parte, procura que se pueda concurrir a la jurisdicción protectora para la tutela de ciertas prerrogativas consideradas valiosas para las personas humanas, como su libertad o sus bienes, que constituyeron una importante limitación de los poderes del soberano al ponerse en manos de la jurisdicción una suerte de control sobre ciertos actos de éste con respecto a los gobernados.

En el segundo aspecto de afianzamiento de los derechos fundamentales, al que se puede considerar como la piedra angular de la construcción de este proceso de tutela, que consiste en la constitucionalización de las garantías individuales, que dio lugar a que en la mayoría de las leyes sustantivas de las naciones, les abrieran un espacio, como parte de su contenido, a las garantías que sirven de contrapartida a las violaciones de los derechos fundamenta​les. Con ello se les asegura un estatuto de permanencia al impedir que mediante el procedimiento simplista de las leyes ordinarias se pueda atentar contra la existencia de los derechos fundamentales y sus respectivas garantías. 

El tercer fenómeno a ponderar, es la internacionalización que consiste en la actividad llevada a cabo por los organismos internacionales a raíz de la finalización de la Segunda Guerra Mundial, adoptando solemnes compromisos en forma de declaraciones y de Pactos Internacionales tendentes a garantizar el respeto y la tutela de los derechos fundamentales. Arrastrando con estos la aparición de organismos supranacionales encargados de vigilar el estado en que se encuentra el respeto de los derechos fundamentales en cada uno de los países miembros de las distintas organizaciones, así como estableciendo tribunales internacionales con facultad para juzgar a los Estados que sean demandados por haber incurrido en violaciones a estos derechos.

Entre los Pactos y Convenios Internacionales que han influido en la transformación de los derechos fundamentales en la República Dominicana, y que han tenido gran influencia en la necesaria adecuación del sistema jurídico, se pueden destacar la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, la Convención de los Derechos del Niño, la Declaración Americana de los Derechos Humanos y la Convención Americana de los Derechos Humanos o Pacto de San José.

Estos tratados y convenios internacionales en su conjunto consagran el derecho que tiene toda persona que ha sido lesionada en su derecho, a recurrir a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro medio efectivo ante los Jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos y garantizados por los convenios, leyes, ordenanzas, costumbres vigentes y Convenciones internacionales.

Hay que  advertir la presencia del amparo internacional en los sistemas de protección de derechos humanos tanto mundial como regional, donde las reclamaciones individuales se puedan realizar además ante cualquier tribunal nacional o internacional.

El derecho internacional tutela los derechos humanos a través de mecanismos de amparo internacional. Y si bien, nos encontramos en un proceso de evolución respecto de esta figura jurídica y cada vez más, se va dando una apertura por parte de los estados nacionales al derecho internacional, es necesario una mayor difusión del amparo internacional, pero sobre todo una toma de conciencia y un entrenamiento adecuado sobre el uso y manejo de esta figura por parte de los distintos operadores judiciales, a fin de garantizar y hacer efectiva la protección de los derechos humanos.

4.2.1 Influencia de los Tratados Internacionales en la tutela de los derechos fundamentales en la República Dominicana.
El más alto Tribunal de Justicia de la República Dominicana, ha señalado en torno a los derechos fundamen​tales, refiriéndose específicamente a la presunción de inocencia, que al ser un de​recho fundamental, este forma parte de la Carta Sustantiva y del Bloque de Constitucionalidad, así como también de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y de otros tratados y convenios internacionales que forman parte del derecho positivo dominicano. Con lo que se plantea una incorporación del contenido de los instrumentos inter​nacionales de derechos humanos en el derecho dominicano a través del bloque de constitucionalidad.
Este proceso de constitucionalización de los derechos, se inició en el año 1948 con la Declaración Universal de los Derechos Humanos y que representó un cambio de paradigma en la visión de las sociedades acerca de la valorización de estos derechos, en razón de los valiosos bienes que tutelan para el ser humano, inducien​do a un cambio revolucionario dentro de los sistemas jurídicos en los diferentes Es​tados y, que se vio ratificado, en los compromisos asumidos en torno a los derechos humanos con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966, y ratificado por el Congreso de la República Dominicana.
Antes de que se produzcan estas Declaraciones de derechos y de la creación de la Organización de las Naciones Unidas en 1945, la protección de los derechos humanos y libertades fundamentales estaba encomendada esencialmente a los derechos internos. Pero sin olvidar que con el inicio del desarrollo del constituciona​lismo, los Derechos Fundamentales pasaron a formar parte de las constituciones estatales, en cuya parte dogmática se insertan los catálogos enunciativos de derechos humanos y libertades fundamentales, y a contener los criterios de validez de las demás normas del sistema, cuya supremacía impide al legislador violentar su contenido, estos catálogos de derechos y garantías quedaron revestidos de ese mismo ropaje inquebran​table. 

Al ponerse en marcha el proceso de internacionalización de los derechos humanos, se inició un proceso de ruptura del mito de la soberanía nacional en los países latinoamericanos y por vía de consecuencia en la República Dominicana. Con este proceso, la orquestación de tales derechos, traspasa el ámbito interno de los Es​tados, dando una activa participación a la comunidad internacional, a la que se le otorga un papel determinante, cuando los sistemas internos fallan en su obligación de tutelarlos. Pero el fenómeno de la internacionalización no implica, en modo alguno, un desplazamiento de los sistemas nacionales por los supranacionales; sino que opera una coexistencia de dos sistemas normativos que deben funcionar en perfecta armonía. 

La independencia de estos dos conjuntos, se trata, por un lado, de determinar si uno y otro sistema caminan por senderos separados, o si trillan un camino común. En el primer caso, se niega la posibilidad de que el derecho internacional pueda llegar al individuo sino   por medio de una norma interna que lo incorpore y le sirva de receptáculo, que permita su exigibilidad, mientras que, en el segundo caso, se plantea que entre uno y otro ordenamiento existe una interrelación.
Con respecto a estas teorías contrapuestas, para la aplicación del derecho internacional, conviene precisar la posición asumida por el ordenamiento jurídico dominicano, cuando establece en el artículo 26 de la constitución política “La República Dominicana es un Estado miembro de la comunidad internacional, abierto a la cooperación y apegado a las normas del derecho internacional, en consecuencia, reconoce y aplica las normas de derecho internacional general y americano en la medida en que sus poderes públicos lo hayan adoptado”
 En este contexto se debe destacar el mecanismo que ha desarrollado el derecho interno dominicano para la adopción de los Tratados Internacionales.
Tal y como establece el texto constitucional descrito precedentemente, es oportuno señalar el sentido y alcance de la expresión “aplica” consagrada en la Constitución, por entender que de ella se desprende la orientación asumida frente a una y otra teoría y, de cuya determinación, se podrá colegir de manera  más precisa la influencia que viene ejerciendo la Conven​ción Americana, los Tratados, Pactos y convenciones relativos a los derechos humanos, suscritos y ratificados por el Estado dominicano, como tienen jerarquía constitucional, tienen aplicación directa e inmediata en el ordenamiento interno dominicano.
Al utilizar la Constitución dominicana la expresión “aplica” revela una clara referencia a la participación del derecho internacional conjuntamente con el derecho interno, para asumir el reconocimiento y aplicabilidad de las normas internacionales, se asume que éstas son parte del  derecho interno, permitiendo la exigibilidad de las prerrogativas allí contenidas, como señala la propia Constitución, con la aprobación del instrumento internacional por los poderes públicos del Estado que están constitucionalmente facultados para hacerlo.

De conformidad con el alcance del texto constitucional, el criterio Jurisprudencial del más alto Tribunal de Justicia  de la República Dominicana, ha señalado que se impone determinar, en primer lugar, el alcance de la norma constitucional invocada, y relacionada con los Convenios, Pactos y Declaraciones, suscritos por la República Dominicana, asumiendo la Suprema Corte de Justicia, en relación a la normativa internacional que forman parte del derecho interno, el conjunto de garantías reconocidas por la Constitución y la jurisprudencia constitucional, así como las normas supranacionales integradas por los Tratados, Pac​tos y Convenciones Internacionales suscritos y ratificados por el país, reconociendo en su argumentación el alto Tribunal que pasan a formar parte de nuestro Derecho interno las opiniones consultivas y las decisiones emanadas de los Tribunales de Derechos Humanos que tienen su campo de aplicación en el continente americano.
4.2.2 El Bloque de Constitucionalidad del derecho dominicano y la protección de los derechos fundamentales.
A raíz del surgimiento de las ideas protectoras de los derechos fundamentales en el Continente Americano, y que ha correspondido como aporte a la doctrina, nace la expresión “Bloque de Constitucionalidad”, y se entiende, mayoritariamente, como el conjunto normativo constitucional que no se encuentra de manera exclusiva en la Constitución Dominicana, sino que se amplía para abarcar en su composición otras normas y principios del derecho positivo, que vienen a darle sustancia y contenido a esta nueva figura, confiriendo a las normas que lo integran la misma jerarquía que la norma constitucional, otro criterio doctrinal sostiene que es un conjunto de normas que ni están incluidas en la Constitución ni delimitan competencia, pero cuya infracción determina la inconstitucionalidad de la ley someti​da a examen.

De estos dos criterios doctrinales que han sido absorbidos por la jurisprudencia se   colige que la unidad jurídica compuesta por normas y principios que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, son utilizados como parámetros del control de constitucionalidad de las leyes, por cuanto han sido normativamente integrados a la Constitución por diversas vías y mandatos de la propia Constitución.

Se ha manifestado que la noción Bloque de Constitucionalidad pretende transmitir la idea de que la Constitución de un Estado es mucho más amplia que su texto constitucional dado, que existen otras disposiciones, contenidas en otros instrumentos o recopi​laciones, que también son normas constitucionales. Este concepto amplificado del derecho positivo constitucional tuvo sus orígenes en la jurisprudencia del Consejo Constitucional francés en cuanto le dió valor normativo, en donde por primera vez se utilizó el concepto de normas de derecho constitucional, bajo esta denominación de princi​pios y reglas de valor, para hacer referencia al conjunto de normas ubicadas en el nivel constitucional, cuyo respeto se impone a la Ley. 

La influencia del derecho internacional en las constituciones internas de cada país que forma parte de los tratados internacionales, previa homologación por el Congreso de la República, robustece el ordenamiento jurídico, en el entendido, de que estos suplen a través de la doctrina y jurisprudencia los limbos jurídicos de temas determinados en cada nación, de ahí que, el Bloque de Constitucionalidad, que por demás ha sido asimilado por la Convención Americana de Derechos Humanos, las leyes y la jurisprudencia dominicana, de forma que se ha creado una norma de protección de esos derechos.

La Constitución de la República Dominicana, indica en su artículo 74 numerales 1 y 2, que “La interpretación y reglamentación de los derechos y garantías fundamentales, reconocidos en la presente Constitución, se rigen por los principios siguientes: 1) No tienen carácter limitativo y, por consiguiente, no excluyen otros derechos y garantías de igual naturaleza; 2) Sólo por ley, en los casos permitidos por esta Constitución, podrá regularse el ejercicio de los derechos y garantías fundamentales, respetando su contenido esencial y el principio de razonabilidad”
, esta Carta Sustantiva, hace una declaración inequívoca del carácter enunciativo en este texto constitucional, al indicar en el primer párrafo, que los derechos fundamentales no pueden ser limitativos, de tal suerte que abre las puertas para que el catalogo de derechos y garantías, sea complementado con otras normas que, por el valor del bien jurídico tutelado, puedan considerarse dentro de los derechos fundamentales, en cuya complementación habrá de jugar el rol de mayor importancia el Bloque de Constitucionalidad en los   términos en que ha sido definido precedentemente.
La Convención Americana sobre Derechos Humanos, estableció, una serie de disposiciones de garantías constitucionales, a los que se obligan los Estados partes y previa homologación, sobre la forma y los medios de protección de las personas, de igual forma los derechos y garantías. Entre estos derechos fundamentales y garantías que el Pacto agrega al derecho dominicano, cabe mencionar por su incidencia y reiterada invocación entre otros, la presunción de inocencia, la obligatoriedad de que todo acusado de un hecho penal de determinada importancia, ha de ser asistido por un abogado, que si bien el artículo 69 que “Toda persona, en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, tiene derecho a obtener la tutela judicial efectiva, con respeto del debido proceso que estará conformado por las garantías mínimas”

Este texto constitucional establece la garantía del derecho de defensa, la prohibición de la esclavitud y la servidumbre, que en  la forma como se configura en el Pacto parecería estar presen​te en nuestra sociedad de manera bastante recurrente, el derecho de rectificación o respuesta frente a la difusión de informaciones inexactas que afecten la dignidad, la honra o el buen nombre de una persona, el reconocimiento del derecho al nom​bre que solo lo recoge la Ley 136-03 como un derecho de la niñez, el recurso de amparo que integra los componentes necesarios para la tutela de las personas frente a actos que violen sus derechos. 

Sin embargo en la República Dominicana, hay que reconocer que la sola inclu​sión de dichos derechos en la Constitución, no garantiza real y efectivamente la protección e inviolabilidad de los mismos por parte del 

Poder judicial, sino que hace falta, además, que en la Constitución tam​bién se contemplen las garantías procesales pertinentes, para los casos en que fuere necesario invocarlas ante los tribunales. Y no menos importante es el establecimiento de un sistema de control de constitucionalidad, que permita al poder judicial invalidar los actos, tanto del Poder Ejecutivo como del Poder Legislativo que sean adoptados sin el debido respeto de los límites constitucionales, es decir, sin el respecto de los principios constitucionales y de los derechos fundamentales.
Las constituciones de los países latinoamericanos, casi siempre han previsto garantías procesales para la protección de los derechos fundamentales de defensa de los ciudadanos. La mayoría de las constituciones latinoamericanas, contemplan figuras como el habeas corpus, que es una especie de amparo penal, para la protección de las libertades individuales, cuando se trate de apremio corporal y acción de tutela judicial o recurso de amparo para los demás derechos fundamentales de defensa.
Se  observa que la situación no es la misma para los derechos sociales, los cuales aparecieron, como respuesta a la insuficiencia del marco de las libertades burguesas y las nuevas condiciones de desarrollo del capitalismo avanzado,  los que se afianzan después de la Segunda Guerra Mundial y el resta​blecimiento democrático en los diversos países.
Estos derechos sociales referidos precedentemente y que están consagrados en la Constitución de la República Dominicana, como son: de​recho a la educación, al trabajo, a una vivienda, a la salud, etc., son propuestas que al establecerse en la Carta Sustantiva, no se acompañaron de garantías sociales, es decir, de técnica de defensa y de protección jurisdiccional adecuada, o sea, de tribunales especiales ordinarios, donde se pudieran hacer al ejecutivo las reclamaciones pertinentes, igual a las previstas por las garantías liberales para la tutela de los derechos de libertad. Aquí se trata de una carencia que, sin lugar a dudas, crea serios problemas al momento de exigir y mate​rializar dichos derechos, excepto el Tribunal Constitucional, que será el único tribunal creado para esos fines, de conformidad con lo establecido en la ley 137-11 de fecha 13 de Junio del 2011.
4.3- Los derechos fundamentales en la República Domini​cana, su constitucionalización y protección judicial en amparo.
El proceso de configuración y afianzamiento de una figura jurídica como el amparo en la República Dominicana y en cualquier otro país de Latinoamé​rica, no es posible sin tomar en cuenta, la convulsa historia por la que han atravesado para trillar caminos que los conduzcan a formalizar sus proyectos de Estados democráticos de derecho. 
A lo que no ha escapado Latinoamérica,  aún con las dictaduras y el recio régimen presidencialista que  la ha caracte​rizado, es a la protección de los derechos humanos que ha constituido uno de los avances más representativos, lo que se ha ido desarrollando progresivamente desde la mitad del siglo XX hasta nuestros días. Esto se debió a que también de manera paulatina los ordenamientos nacionales sentaron las bases de sistemas internos de control constitucional, incorporando en los textos fundamentales instru​mentos específicos para su defensa. De esta forma se configura un sistema procesal subsidiario y reforzado en la protección de los derechos humanos.
La República Dominicana, no había contado hasta la promulgación de la ley 437-06 de fecha 30 del mes de Noviembre del año 2006, que crea el recurso de Amparo, la que fue sustituida en su totalidad por la ley 137-11 del mes de Junio del año 2011, Orgánica del Tribunal Constitucional y de los procedimientos constitucionales, con una práctica sistemática y constante para la aplicación de los mecanismos de tutela de los derechos fundamentales, lo que obviamente había limitado el desarrollo de una jurisprudencia consti​tucional que pudiera afianzar un marco de garantías constitucionales, sin embargo, han existido mecanismos de control de la actividad de los órganos del Estado. Los que han estado presentes desde el nacimiento mismo de su vida republicana como nación libre y soberana, instaurándose de esta manera, al menos en el ámbito legislativo, un mecanismo de con​trapeso entre los poderes del Estado que deben estar llamados a desarrollar un régimen de garantía en la interrelación de los órganos del gobierno con los gobernados.

A partir del año 1844, la República Dominicana, con su carta sustantiva como instrumento derivado de los mo​delos constitucionales de aquella época, contenía un catálogo de derechos funda​mentales que, aunque no recogía aún figuras jurídicas como el habeas corpus y otras similares al amparo que ya se manejaban en textos constitucionales de otras naciones. Se alterna en su redacción con diversas garantías que procuran satisfacer la tutela y efectividad de aquellos derechos. 

Los redactores del primer modelo constitucional dominicano, establecieron la declaratoria de supremacía de esos derechos, los que se constituyeron en una constante en dicho texto constitucional, junto al catálogo de derechos fundamentales y garantías individuales, ya establecidas.

No obstante, se observa que a partir de ese momento, encontramos ejemplos em​blemáticos en las diversas reformas constitucionales, que han coincidido con acon​tecimientos de trascendental importancia para nuestra vida republicana, de los que se pueden mencionar los textos constitucionales votados a raíz de la finalización de la intervención armada norteamericana de principio del siglo XX. 

La caída del régimen Trujillista, fue el acontecimiento que encaminó la nación dominicana, hacia la vida democrática, que involucró golpe de Es​tado, guerra civil, intervención militar extranjera, pero hay que reconocer que la consagración constitucional de las garantías y de los derechos fundamentales no sufrió mayores alteraciones, los que fueron confirmados con la modificación sufrida por la constitución del año 1966, y posteriormente, con la realizada en el año 1994, en la que se dio un paso trascendental para la tutela de los derechos, al establecer un mecanismo de control sobre los actos normativos del Poder Ejecutivo y del Legislativo, del que no escapan los actos de los gobiernos municipales, al instituirse el control de constitucionalidad por vía de acción concentrada en manos de la Suprema Corte de Justicia, mientras que se dejaba subsistir la prohibición de aplicación de cualquier norma contraria a la Constitución en manos de los demás Jueces del tren judicial, que en nuestro ordenamiento tienen el control difuso de cierto aspecto constitucional, pero manteniendo inalterable el catálogo de los derechos fundamentales y el marco de las garantías hábiles para hacer efectivos tales derechos. 
El control difuso es de la competencia de todo Juez que esté apoderado de un litigio, es decir, que en esta modalidad de control constitucional, es necesario que previamente se haya suscitado un litigio, en ocasión del cual y por la vía incidental, una cualquiera de las partes puede cuestionar la constitucionalidad de un decreto o de una ley pertinente en el caso de que se trate.
El aspecto normativo del texto constitucional, en sus diversas reformas, ha incluido dos figuras que son de trascendental importancia para la tutela de los derechos fundamentales, como lo es el control de constitucionalidad de las normas y también el habeas corpus, otros mecanismos de tutela han brillado por su ausencia y que el derecho comparado, en materia constitucional, nos ha permitido conocer, como la acción de amparo o el habeas data, para garantizar otros derechos que no estaban amparados por las garantías que la Constitución ha tenido de manera textual.
Desde el punto de vista práctico, el hecho de que la Constitución do​minicana en sus diversas reformas anteriores al año 2010, no habían consagrado otras garantías de manera expresa, no fue obstáculo para que a las mismas se les haya reconocido su vigencia y eficacia en el ordenamiento interno, correspondiendo a la jurisprudencia suplir el silencio de la ley en esta materia. La acción de amparo en la República Dominicana fue objeto de ese reconocimiento jurispruden​cial, asumiéndola con las características exhibidas por el artículo 25. I del Pacto de San José. En tal sentido, la Suprema Corte de Justicia, en la sentencia de 24 de  febrero de 1999 reconoció de manera expresa al recurso de amparo como una institución del De​recho dominicano por estar contenida en un instrumento internacional ratificado por los poderes públicos de la República. Por lo que se afirma, y así lo ha ratificado la Suprema Corte, que el recurso de amparo tiene para la República Dominicana su fuente normati​va en el Derecho Internacional, encontrándose tanto en la Convención Americana como en el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos.

Partiendo de este criterio,  hasta el año 1999 no era conocido el recurso o acción de amparo constitucional en el ordenamiento jurídico dominicano,  sin embargo, Tratados Internacionales de los que el país es signatario, ya se lo imponían, a partir del momento en que eran ratificados, puesto que la propia Suprema Corte de Justicia ha sentenciado que la Constitución de la República mantiene su jerarquía sobre los tratados internacionales y las leyes nacionales.

Los Tratados Internacionales que tratan aspectos de protección de los derechos individuales, están jerárquicamente por encima de las leyes nacionales, de tal forma que “toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efec​tivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercido de sus funcio​nes oficiales”

Del mismo modo se ha establecido que “Cada uno de los Estados Partes en  el presente Pacto se compromete a garantizar que: a) toda persona cuyos Derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo, aún cuando tal violación hubiesen sido cometida por personas que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales”

De conformidad con lo que establecen los párrafos anteriores, estos fueron las fuentes fundamentales para que la Suprema Corte de Justicia establezca el procedimiento a seguir para la persecución y protección de los derechos fundamentales, que fue reglamentado mediante la Resolución dictada por la Suprema Corte de Justicia, el 24 de febrero de 1999. Dicha Resolución rigió el procedimiento hasta 2006, fecha en que fue promulgada la ley 437-06 del 30 de Noviembre del mismo año, que crea el recurso de amparo, y que más tarde fue derogada por la ley 137-11 del mes de Junio del año 2011, que creó el Tribunal Constitucional y los nuevos Procedimientos Constitucionales, todo de conformidad con las nuevas disposiciones establecidas en la Carta Sustantiva proclamada en el año 2010. 
En lo concerniente a los actos que pueden ser atacados vía la acción de amparo, no cabe dudas que son objeto o susceptible de la misma, todos los actos u  omisiones que emanen tanto de las autoridades públicas como de particulares y que vulneren o amenacen con vulnerar un derecho funda​mental.

La República Dominicana adopta como un componente básico del Bloque de Constitucionalidad una institución jurídica como el amparo, que ya había encon​trado sus primeros cimientos, en el ámbito americano, tal y como se ha planteado y que su integración en la práctica judicial de los pueblos del nuevo continente se inicia, no por vía de la ley sino de la jurisprudencia, éste fenómeno se desencadena frente a la necesidad de la existen​cia de un mecanismo efectivo, al lado de los procedimientos ordinarios, que de manera expedita y rápida, sirviera de remedio a las arbitrariedades y excesos de las autoridades y particulares contra los ciudadanos en sus derechos esenciales.
Partiendo de este criterio, en la República Dominicana, como se ha podido apreciar, le tocó a la jurisprudencia, al igual que en otros países en su labor de interpretación de las normas, identificar la vigencia de ésta institución jurídica a partir de los Trata​dos Internacionales, en que se encuentra contenida tras la adopción de los mismos como normas aplicables en el ámbito interno, de modo que, los tratados, pactos y convenciones relativos a derechos humanos, suscritos y ratificados por el Estado dominicano, tienen jerarquía constitucional y son de aplicación directa e inmediata por los tribunales y demás órganos del Estado que reconoce su aplicabilidad en la medida en que los poderes públicos los hayan adoptado.
No es solo el reconocimiento como norma de nuestro derecho positivo lo que trasciende, al asumir el recurso de amparo, sino que además se hace expreso su reconocimiento, como parte del Bloque de Constitucionalidad que lo inserta como parte de la Constitución misma. Ha expresado  la doctrina, al establecer la “forma universal, inalienable, indisponible y constitucional de los derechos se revela, en otras palabras, como la técnica o garantía prevista para la tutela de todo aquello que en el pacto constitucional se ha considerado fundamental. Es decir, esas necesidades sustanciales cuya satisfacción es condición de la convivencia civil y a la vez causa de ese artificio que es el Estado”

 El Estado tiene que garantizar los derechos fundamentales y los derechos Humanos, que se entiende como el conjunto de prerrogativas y facultades que concretan la existencia de la dignidad, la libertad y la igualdad humana, las cuales deben ser reconocidas por los ordenamientos jurídicos a lo  interno de los Estados y a nivel internacional. En tanto que son Derechos Fundamentales, aquellos derechos humanos garantizados por el ordenamiento jurídico, en la mayor parte de los casos en su normativa constitucional, por lo que gozan de una tutela reforzada.

En consecuencia, con la adopción del amparo en la República Dominicana, los Jueces ordina​rios dominicanos  “son Jueces de la constitucionalidad, y no sólo por​que deben implicar los reglamentos contrarios a la Constitución, interpretar las leyes de acuerdo con ella, sino además porque el Poder Judicial es el protector inmediato y eficaz de todos los derechos y muy en particular de los derechos fundamentales”

Hasta la promulgación de la Ley No. 437-06 de fecha 30 del mes de Noviembre del año 2006, que crea el recurso de amparo, derogada por la ley 137-11 del mes de Junio del año 2011, si bien no se contaba con una ley especial de amparo, sin embargo la legislación dominicana ya contaba con disposiciones relativas al amparo, entre ellas el Sistema de Protección y los Derechos Fundamentales de Niños, Niñas y Adolescentes establecido en la Ley No. 136-03 del año 2003, cuando dispone de manera enfática que todo niño, niña y adolescente tiene derecho a interponer ante el Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes un recurso de amparo, cada vez que se sienta lesionado,... en el ejercicio de un derecho consagrado y protegido por la Constitución, Tratados Internacionales y este Código, a cuyos fines procederá conforme a los plazos y proce​dimientos establecidos para dicho recurso en el derecho común.
Es oportuno señalar que la ley 137-11 del 13 del mes de Junio del año 2011, Orgánica del Tribunal Constitucional y de los procedimientos constitucionales, abre un nuevo horizonte a la fecunda interacción proteccionista de los derechos humanos, en este caso, entre la Constitución que fue proclamada en Enero del año 2010, los Convenios Internacionales, así como el Bloque de Constitucionalidad de la que la República Do​minicana es signataria, debe existir un espíritu de armonía.

CAPÍTULO V
LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL DE AMPARO REGULADA POR LA LEY 137-11 
5.1 La acción de amparo en la legislación dominicana.
El recurso de amparo es una figura jurídica que protege los derechos fundamentales establecidos en la Convención Americana de los Derechos Humanos, que en el caso de la República Dominicana, fue reglamentado originalmente por este instrumento jurídico internacional, suscrito por los Estados miembros de la Organización de Estados Americanos, en la conferencia especializada sobre Derechos Humanos, en San José de Costa Rica, en Noviembre del año 1969, que fue ratificada por el Congreso Dominicano en el año 1977, y a partir de ese momento es que pasa a formar parte del ordenamiento jurídico interno; no obstante, aunque la figura del amparo podía ser invocada desde la fecha en que fue ratificada, la misma era letra muerta, hasta la decisión jurisprudencial del año 1999.

El procedimiento del recurso de amparo, fue en principio reglamentado por el  más alto Tribunal de Justicia de la República Dominicana, mediante decisión de fecha 24 del mes de febrero del año 1999. Esta Resolución rigió el procedimiento de la acción de amparo, hasta el 30 de Noviembre del año 2006, fecha en que se promulga la ley 437-06, que establece el recurso de amparo; la que ha sido derogada por la ley 137-11 del 13 del mes de Junio del año 2011, Orgánica del Tribunal Constitucional y de los procedimientos constitucionales,  esta acción es un mecanismo de protección de los derechos fundamentales de las personas, de ahí que los aplicadores de las normas establecidas, actuando como Jueces de garantías constitucional, antes de admitirlo están en la obligación de examinar si existen o no respuestas idóneas a la violación alegada. 

Esta ley establece que la acción de amparo tiene que estar motivada por la violaciones a derechos consagrados por la Constitución dominicana a las personas físicas o morales sin distinción de ninguna especie, a quienes se les han violados, así como la protección de los derechos colectivos y difusos.
El legislador dominicano, ha consagrado en la ley 137-11 del 13 de Junio del año 2011, la protección e igualdad de los derechos fundamentales sin discriminación por razones de género, edad, raza, ideario o credo; la intimidad personal y familiar, la libertad de expresión, el derecho de asociación política y sindical, el derecho a la objeción de conciencia, la libertad de cátedra, la libertad religiosa, el derecho a un proceso con todas las garantías o la inviolabilidad del domicilio.

Partiendo de estas razones, hay ciertos requisitos que son fundamentales para que se puedan reclamar mediante el recuso o acción de amparo, tal y como lo expresa el maestro y abogado, Lic. Juan B. de la Rosa, cuando dice “que en el pedimento de amparo deben intervenir varios factores. El primer factor es la existencia de un estado de derecho que funcione, si no a plena capacidad, por lo menos de manera suficiente para tutelar algún derecho que sea desconocido o violado. El segundo factor es la existencia de normas que organicen e instituyan los derechos inherentes a las personas, de las cuales la más importante es la norma constitucional. El tercer factor es la existencia de un estado organizado con la separación de poderes cuya independencia sea plena para garantizar que el poder judicial pueda actuar sin ataduras ni restricciones”, continua diciendo el autor; “Otro factor es la relación gobernantes y gobernados y de particulares entre si, así como la relación obligatoria entre las instituciones represivas del orden y los ciudadanos de donde provienen constates violaciones de los derechos de estos últimos y finalmente tiene que existir desconocimiento, violación, vulneración o restricción de los derechos de una persona por parte de funcionarios administrativos, empleados o de particulares”

De conformidad con lo que plantea la cita anterior, se puede observar que el propósito de la acción de amparo es la de proteger al ciudadano de las violaciones de los derechos fundamentales establecidos en la carta sustancial de la República Dominicana, tal y como lo expresa el art. 72 de la Constitución de la Republica, el cual dice textualmente que “Toda persona tiene derecho a una acción de amparo para reclamar ante los tribunales, por sí o por quien actúe en su nombre, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, no protegidos por el Hábeas Corpus, cuando resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de toda autoridad pública o de particulares, para hacer efectivo el cumplimiento de una ley o acto administrativo, para garantizar los derechos e intereses colectivos y difusos,  que de conformidad con la ley, el procedimiento es preferente, sumario, oral, público, gratuito y no sujeto a formalidades”
 
Este mandato constitucional, prohíbe de manera definitiva las violaciones de los derechos fundamentales del ciudadano por parte de las autoridades gubernamentales o de los particulares, con el fin de garantizar los derechos y libertades de las personas, de modo que el propósito esencial de este recurso, es la rapidez y sencillez en que debe de darse solución a los conflictos que de tales violaciones se deriven. 

En la Carta Magna de la República Dominicana, se contemplan otros derechos fundamentales del hombre, como la libertad de expresión, el derecho de asociación y reunión política, la sindicalización, el derecho de protección jurisdiccional y otros derechos, cuyas violaciones puedan afectar la situación de las personas. Es decir, el recurso o acción de amparo constitucional, protege, no solo los derechos legítimos, sino también otros derechos, que fuera de la constitución, pueden ser considerados como fundamentales.
Es oportuno señalar que  la intención substancial del  Estado Dominicano, al establecer una ley de garantía constitucional, lo hace con la firme convicción de establecer una protección efectiva de los derechos fundamentales de  la persona humana, consagrados en la Carta Magna, de modo que siendo una disposición constitucional, el estado de derecho del hombre no podrá ser vulnerado.

5.2 Procedimiento para la acción de amparo establecido en la  ley 137-11.
El procedimiento judicial para amparar los derechos fundamentales en el ordenamiento jurídico dominicano, en principio fue regulado mediante resolución emitida por la Suprema Corte de Justicia del 24 del mes de Febrero del 1999 y posteriormente con la ley 437-06, acción y procedimiento que fueron derogados en su totalidad por la ley 137-11, así lo dejó establecido de tal forma que el individuo que entienda que sus derechos han sido vulnerados, pueda conocer primeramente, los criterios a tomarse en consideración durante el proceso, es preciso identificar la jurisdicción competente en razón de las atribuciones,  de conformidad con lo que se pretende pedir y perseguir, así como los plazos y la forma a los que tienen que subordinarse los actores, a fin de garantizar el debido proceso y la igualdad de condiciones, evitando que uno se imponga sobre el otro, que cada liti​gante conozca y respete las reglas procesales como único medio de obtener una decisión tutelar rendida por un Juez imparcial y protector de los principios procesales en provecho de las partes que intervienen en el proceso.
A partir del 13 del mes de Junio del año 2011, en la República Dominicana se promulga la ley 137-11, Orgánica del Tribunal Constitucional y de los Procedimientos Constitucionales, la cual expresa en su Art. 76 lo siguiente “La acción de amparo se intentara mediante escrito dirigido por el reclamante al juez apoderado y depositado en la secretaria del tribunal, acompañado de los documentos y piezas que le sirven de soporte, así como de la indicación de las demás, pruebas que pretende hacer valer, con mención de su finalidad probatoria”

La nueva normativa ha creado un procedimiento autónomo e independiente, que sin contradecir el procedimiento establecido en el derecho común, no se encuentra vincu​lado a él, conservando un interés de seguir sus pasos, al reconocer la necesidad de un procedi​miento expedito por la urgencia que representa su pedimento, sencillo, rápido, gratuito, desprovisto de excesivas formalidades, abreviando los plazos, incluso exagera en cuanto a la premura, ya que posibilita notificaciones de hora a hora, cuando fuere necesario, de igual forma establece un conjunto de medios o garantías procesales tendientes a hacer efectiva la vigencia y disfrute de esos derechos constitucionalmente protegidos; se trata propiamente, de una ley procesal especial que deroga cualquier otra disposición de naturaleza legal que le sea contraria.

En el caso de los procedimientos  particulares de amparo, hay que señalar que la ley 137-11, regula el fiel cumplimiento de las disposiciones legales, leyes, decretos y actos administrativos emanados de las autoridades públicas, tal y como lo dispone el art. 104 cuando dice que   “Cuando la acción de amparo tenga par objeto hacer efectiva el cumplimiento de una ley o acto administrativo, esta perseguirá que el juez ordene que el funcionario o autoridad pública renuente de cumplimiento a una norma legal,  ejecute una acto administrativo, firme o se pronuncie expresamente cuando las normas legales le ordenan emitir una resolución administrativa dictar un reglamento”

Tal y como expresa la cita anterior, el legislador ha contemplado, la protección que pudiera resultar del incumplimiento de las leyes y de las disposiciones administrativas, tendentes a garantizar los derechos de las personas, de modo que los actos administrativos, que en su aplicación solo podrán ser invocado por las personas en cuyo favor fue expedido.
De igual forma, cuando se trate de la reclamación de derechos colectivos, de medio ambiente o intereses colectivos difusos, cualquier persona de manera personal o el defensor del pueblo, podrá reclamar en amparo los derechos que de maneras colectivas han sido vulnerados desde el punto de vista constitucional.   

5.2.1- El tribunal competente para conocer de la acción constitucional de amparo.
Está claramente establecido, que todos los jueces de primera instancia tienen igual atribución para conocer del amparo constitucional y que la cámara competente debería ser aquella que se corresponda con la naturaleza del acto o arbitrariedad atacada, es decir que si el asunto es de naturaleza penal, sean los jueces penales los competentes, si es laboral, sean los tribunales de trabajo, etc., criterio que se sostiene en razón de la especialización y de la facilidad de acceso al juez. A este respecto ha indicado el artículo 72 de la ley 137-11 que  “Sera competente  para conocer de la acción de amparo, el juez de primera instancia del lugar donde se haya manifestado el acto u omisión cuestionado”

En los Distritos Judiciales donde los Juzgados de Primera Instancia están divididos en salas,  será atribución del juez cuya competencia guarde mayor relación con el derecho vulnerado, se entiende que el juez donde se produce la conducta lesiva, es el que tiene mejores posibilidades de investigar el caso por su proxi​midad con las partes y con las pruebas.

En otro orden hay  que  señalar claramente que ningún juez podrá declarar de oficio su incompetencia territorial,  y que cuando el juez originalmente apoderado de la acción de amparo se declare incompetente, este deberá expresar  mediante sentencia la jurisdicción que él entiende que es la oportuna, sin embargo en este caso, el juez de envió no podrá rehusarse a conocer de la acción.
Se puede interpretar que en la violación de los derechos fundamentales, sean estos tácitos o explícitos, consagrados en la ley de amparo y en la Constitución de la República, sean de la materia jurídica que fueren, penal, laboral, civil, de Niños, Niñas y Adolescentes, materia de tierras, tributario, contencioso administrativo, etc., es decir, que no importa la naturaleza que sea, el juez de primera instancia de la jurisdicción donde se haya realizado el acto u omisión, es el competente para conocer del juicio de amparo, guardando afinidad con la materia de su atribución, como lo dispone el art. 74 de la referida ley 137-11 que dice "Los tribunales o jurisdicciones especializadas existente o los que pudieran ser posteriormente establecidos, deberán conocer también acciones de amparo, cuando el derecho fundamental vulnerado guarde afinidad o relación directa con el ámbito jurisdiccional especifico que corresponda a ese tribunal especializada, debiendo seguirse, en todo caso el procedimiento previsto por esta ley”

La ley 137-11 sobre la acción de amparo constitucional, extiende competencia de atribución al  juez de primera instancia que, en razón de la materia sea el que esté relacionado con el acto u omisión atacado, que si se trata de una violación  por apremio corporal, por un abuso de derecho por parte del ministerio público, el juez competente será el de primera instancia de lo penal; lo que si bien deja el amparo a favor de la especialización en razón de la materia y facilita el acceso a la jurisdicción más favorable, sin embargo podría provocar confusión a la hora de decidir ante cuál de las cámaras se debe acudir, en vista de que no siempre será de fácil determinación. 
5.2.1.1  De la admisibilidad o  inadmisibilidad de la acción de amparo.

La acción de amparo será siempre admisible cuando sea el resultado de una violación de los derechos constitucionales del ciudadano, así lo ha dispuesto el Art. 65 de la ley 137-11 cuando prescribe que “La acción de amparo será admisible contra todo acto u omisión de una autoridad pública, o de cualquier particular, que en forma actual o inminente y con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, lesione, restrinja, altere o amenace los derechos fundamentales consagrados en la constitución, con excepción de los derechos protegidos por el Hábeas Corpus y el Hábeas data.”

De este dispositivo legal se puede interpretar que el recurso o acción de amparo constitucional será admisible, toda vez que exista un acto u omisión ocasionado o vulnerado por una autoridad pública o particulares; que este acto sea actual o inminente; que se pueda demostrar la arbitrariedad o ilegalidad de forma manifiesta; que este acto u omisión haya lesionado, restringido, alterado o amenazado los derechos reconocidos por la Constitución de la Republica, los tratados internacionales de la que el país sea signatario y de la propia ley que reglamenta esta acción.

El recurso de amparo constitucional puede ser interpuesto por cualquier persona, física o moral, sin distinción de ninguna especie, cuando pueda demostrar que le están violando o intentando vulnerar sus derechos protegidos por la Constitución de la República, por las Convenciones Internacionales y por la ley que regula la violación de esos derechos.

Hay que destacar, que como se trata de un asunto contencioso, en el que el juez del amparo, no solo tiene que garantizar los derechos de defensa de las partes, sino que tiene que proteger esos derechos, su competencia estará subordina a la prescripción del art. 70 de la ley 137-11 cuando indica que “El juez apoderado de la acción  de amparo, luego de instruido el proceso, podrá dictar sentencia declarando inadmisible la acción, sin pronunciarse sobre el fondo, en los siguiente casos, 1) cuando existan otras vías judiciales que permitan de manera efectivas obtener la protección del derecho fundamental invocado; 2) cuando la reclamación no hubiese sido presentada dentro de los 60 días que sigan a la fecha en que el agraviado ha tenido conocimiento del acto u omisión que le ha conculcado un derecho fundamental y 3) cuando la petición de amparo resulte notoriamente improcedente ”

Con relación al discurso establecido en el primer párrafo del texto antes señalado, coexisten amplias controversias sobre la admisibilidad o no del recurso o acción de amparo, cuando el acto sea originado de cualquiera de los tribunales que conforman el poder judicial. En este sentido algunos pensadores de las teorías del derecho sostienen el criterio que si la decisión atacada ha sido rendida por uno de los tribunales de la República, de los que conforman el poder judicial y se le demuestra su arbitrariedad e ilegalidad, originando esto alguna violación de los derechos fundamentales, el acto, resolución o decisión, debería de ser recurrida en amparo; 

Otros juristas plantean que, en estos casos no es posible la interposición del recurso de amparo, porque ya existen los medios procesales necesarios para atacar este acto, resolución o decisión judicial, y no sería  conveniente incoar el recurso de amparo cuando se podría recurrir por otra vía. 

Hay que indicar que cuando se trata de decisiones rendidas por los tribunales ordinarios y que hayan alcanzado la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgadas, se podrá recurrir por ante el más alto tribunal constitucional de la republica, a los fines de que se pueda revisar las decisiones jurisdiccionales nuevamente. 
5.2.1.2  De los plazos prescritos en la acción de amparo.

Otra parte importante del artículo 70 de la referida ley ya citado, lo constituye la prescripción establecida en el segundo párrafo, de la que se puede interpretar que el legislador previó en la ley 137-116, un plazo prudente a fin de que el perjudicado pueda interponer el recurso de amparo correspondiente, que lo es de sesenta (60) días, a partir del día en que el agraviado ha tenido conocimiento del acto o de la omisión que le ha vulnerado un derecho protegido por la Constitución.

No obstante, la ley no ha definido si dicho plazo es a pena de caducidad o de prescripción, mostrarse de acuerdo con el carácter perentorio del que podría incurrir el recurso, en este caso el juez que haya sido apoderado de un caso en que se presuma que ha sido presentada después de los 60 días de la vulneración de los derechos, deberá pronunciarse mediante sentencia sobre la procedencia o no de dicho recurso.

Este plazo señalado por la ley, aunque resulta relativamente corto, se pretende sancionar la inacción o deja​dez del afectado con la inadmisibilidad del recurso, que conforme al derecho común, es una sanción para la caducidad o la prescripción. Con la imposición de este plazo se entiende que si la acción no ha sido reclamada en justicia, es porque el afectado ha desistido de la misma, sin embargo, en la práctica no siempre sucede así, sino que la falta de acción puede obedecer a la igno​rancia de la existencia de una ley que aunque se presume conocida por todo el mundo, es una figura judicial de reciente aplicación en nuestro País, o que se esté persiguiendo la protección de los derechos violados por otras vías judiciales o extra judiciales.

Con relación a los plazos fijados para conocer de la acción de amparo, la Ley 137-11, parece que quiso establecer el mismo plazo no mayor de tres días para que el juez apoderado, así lo ha dispuesto Art 77 cuando expresa que “Una vez recibida la acción de amparo, el juez apoderado dictará, auto en un plazo no mayor de tres (3) días, autorizando al reclamante a citar al presunto agraviante a comparecer a la audiencia que tendrá lugar para conocer de los méritos de la reclamación”

Este plazo es suficiente para que el juez ordene mediante auto a notificar al reclamante el recurso al demandado, audiencia que deberá conocerse en un plazo no mayor de 5 días, resultando indispensable que se comunique al presunto agraviante copia íntegra de dicho acto, del escrito contentivo de la acción de amparo, de los documentos y piezas que fueron depositados junto al escrito así como la indicación de las demás pruebas que pretenden hacerse valer, por lo menos con un día franco ante de la fecha en que se celebre la audiencia, conforme a lo dispuesto el art. 78 cuando prescribe que   con mención de su finalidad probatoria, por lo menos con un día franco  antes de la fecha de la celebración de la audiencia”
 

En esta materia, se le reconocemos al juez de amparo un papel activo con facultad para requerir documentos e informa​ción para la mejor sustanciación de lo planteado y tomando en cuenta que la materia requiere de amplísimos conocimientos generales del derecho, al estar subordinado a la ausencia de cualquier otro procedimiento que tienda a lo mismo. Como se trata de la reclamación de ciertos derechos constitucionales, el juez podrá, previa solicitud por escrito, autorizar la citación a una hora fija, incluso en día no laborable o refutado días de fiestas, incluso hasta en su propio domicilio,  en este sentido el Art. 82 de la ley de amparo es mandatario cuando expresa que "En caso de extrema urgencia, el reclamante, por instancia motivada, podrá solicitar al juez de amparo, que le permita citar al alegado agraviante a comparecer a audiencia a celebrarse a hora fija, aun en días feriados o de descanso”

Hay que colegir que este plazo permanece bajo la prudencia del magistrado juez que conocerá del asunto sometido a su consideración, quien deberá despachar con prontitud dicho sometimiento, tomando en cuenta su importan​cia, como medio de garantizar los derechos fundamentales protegido por las leyes y la Constitución.

5.3- El apoderamiento del Tribunal en acción de amparo.
La nueva normativa que establece el recurso de amparo en la República  Dominicana, ha reglamentado el ejercicio de la acción de amparo, con el propósito de hacer de esa institución del derecho positivo una herramienta firme para proteger los derechos fundamenta​les de la persona humana, en el marco de la mayor observancia y respeto al debido proceso de ley.

El recurso de amparo se inicia con una instancia dirigi​da al juez competente, en la que se le solicita la admisibilidad de la demanda y la fijación de un juicio para conocer de la misma, que no es más que un escrito que permita visualizar someramente la procedencia del amparo, cuyas formas y plazos ameritan especial atención.

En este aspecto, el artículo 76 de la ley 137-11, citado precedentemente indica en sus 6 numerales, la forma en que se deberá presentar una reclamación de amparo a saber: “1) Indicación del órgano jurisdiccional al que va dirigida, en atribuciones de tribunal de amparo; 2) El nombre, profesión, domicilio real y menciones relativas al documento legal de identificación del reclamante y del abogado constituido, si lo hubiere; 3) el señalamiento de la persona física o moral supuestamente agraviante, con la designación de su domicilio o sede operativa, si fuere del conocimiento del reclamante; 4) La enunciación sucinta y ordenada de los actos y omisiones que allegadamente han infligido o procuran producir una vulneración, restricción o limitación a un derecho fundamental del reclamante, con una exposición breve de las razones que sirven de fundamento a la acción; 5) La indicación clara y preciosa del derecho fundamental conculcado o amenazado, y cuyo pleno goce y ejercicio se pretende garantizar o restituir mediante la acción de amparo; 6) La fecha de la redacción de la instancia y la firma del solicitante de protección o la de su mandatario, si la hubiere; en caso de que el reclamante no sepa o no pueda firmar, deberá suscribirlo en su nombre una persona que no ocupe un cargo en el tribunal y que a solicitud suya, lo haga en presencia del secretario, lo cual éste certificará. La persona reclamante que carezca de aptitud para la redacción del escrito de demanda, puede utilizar los servicios del tribunal o del empleado que este indique, quedando sometida la formalidad de la firma a lo anteriormente prescrito

Este escrito introductorio de instancia, deberá tener una relación sucinta de los hechos, indicando la arbitrariedad u omisión alegada, su fundamento legal y un objeto claro, directo, personal y legítimo, es decir, que el solicitante tiene la inexcusable necesidad de puntualizar qué procura, los fundamentos en que descansa su solicitud de autorización a la apertura del juicio en amparo, de forma que sea adecuadamente concluyente con los hechos afectados y los derechos fundamentales ofendidos que ameriten la intervención judicial, acompañada de los documentos probatorios que permitan apreciar la violación que constituye el hecho generador de la solicitud y el derecho en que se sostiene, toda vez que el juez tiene la facultad de autorizar el conocimiento de la acción o disponer el archivo definitivo del expediente.

La acción de amparo constitucional, si bien se trata de un recurso sencillo, tiene que guardar ciertas formalidades con el derecho común, es decir, que el solicitante al momento de apoderar el juez de amparo, tiene que introducir un escrito introductorio de demanda depositado en la secretaria del tribunal dirigido al juez que va a conocer del asunto

5.4. Los poderes del Juez del amparo constitucional.
Como una de las características del recurso de amparo es la celeridad de su proceso, así como también su carácter de urgencia, cuando esta se demuestre, el juez de amparo podrá permitir al solicitante citar al alegado agraviante a comparecer a la audiencia a hora fija, aún en los días feriados o de descanso, sea en su propio domicilio con las puertas abiertas.

A este respecto  señala el art. 87 de la referida ley que "El juez de amparo gozará de los más amplios poderes para celebrar medidas de instrucción, así como para recabar por sí mismo los datos, informaciones y documen​tos que sirvan de prueba a los hechos u omisiones alegados, aunque deberá garantizar que las pruebas obtenidas sean comunicadas a los litisconsortes”

Sin embargo, el solicitante tiene que poner al juez del amparo en condiciones de ponderar en términos jurídicos la solici​tud, conforme a su competencia en asuntos de amparo constitucional y lo que se pretende perseguir, en razón de estos elementos o bien que el hecho alegado halle protección judicial efectiva expresamente consagrada Si, por el contrario, verificara aunque sea en principio, la trasgresión que se alega y siendo su fin pasi​ble de protección por vía de amparo, fijará audiencia para conocer la pretensión de forma pública, oral y contradictoria con todas las garantías del debido proceso.

El recurso de amparo en el ordenamiento jurídico dominicano tiene un carácter de interés público, por lo tanto el juez en esta materia tiene un papel activo en el proceso, desde la introducción de la instancia hasta la sentencia que indefectiblemente tendrá que devenir,  puede reque​rir documentos a la parte interesada, y aún a la persona contra quien se pretende la acción sobre actuaciones en el ejercicio de sus funciones que le permitan una mejor comprensión del asunto, pudiendo incluso hasta  solicitar la regularización de la instancia, en este sentido nos indica el párrafo I del 87 lo siguiente " Las personas físicas o morales, públicas o privadas, órgano o agente de la administración publicas a quienes les sea dirigida una solicitud tendiente a recabar informaciones o documentos están obligados a facilitarlos sin dilación, dentro del término señalado por el juez”

De modo que el juez, al ser apoderado mediante instancia, podrá tomar las decisiones que él estime pertinente,  como lo prescribe el Art. 85 de la referida ley 137-11 “El juez suplirá de oficio cualquier medio de derecho y podrá decidir en una sola sentencia sobre el fondo y sobre los incidentes si los ha habido, excepto en lo relativo a las excepciones de incompetencia”
 

Partiendo del criterio señalado en la cita anterior, el juez que ha sido apoderado de una acción de amparo, puede ordenar de oficio en cualquier etapa del proceso o a petición de cualquiera de las partes, medidas urgentes que se estime más idónea para asegurar provisionalmente la efectividad del derecho fundamental, alegadamente lesionado, restringido, alterado o amenazado.  
5.5 Los medios de pruebas y la instrucción del proceso.
La acción de amparo en la República Dominicana, conforme con lo  establecido en la ley 137-11, es un juicio de urgencia y por lo tanto debe ser expedito y sumario en razón de su naturaleza y finalidad que persigue, en éste, las medidas de instruc​ción tienen que ser ordenadas con carácter de inmediatez por el Juez que va a conocer del asunto, cuando él lo entienda necesario para el esclarecimiento, confirmación de la verdad y determinación de la existencia de la arbitrariedad y del abuso de poder.

Avalando este postulado,  el art. 80 de la referida ley manifiesta que “Los actos u omisiones que constituyen una lesión, restricción o amenaza a un derecho fundamental, pueden ser acreditados por cualquier medio de prueba permitido en la legislación nacional, siempre y cuando su admisión no implique un atentado al derecho de defensa del presunto agraviante”
. Si se parte de este postulado, en esta materia las partes pueden solicitar, o el Juez de oficio ordenar todos los medios de pruebas, como son la comunicación de documentos, la comparecencia personal de las partes, así como el informativo testimonial.

Estos medios de prueba pueden ser propuestos sin ninguna formalidad, haciendo una motivación in-voce del pedimento con precisión y claridad, de forma que el Juez, después de escuchar los argumentos y ponderar el objeto de la demanda pueda decidir sobre su pertinencia y proceda a efectuarla en la misma audiencia sin demora, siempre que las condiciones lo permitan.

Siendo el proceso de amparo expedito  y sumario, la parte que pretende reclamar la protección efectiva de sus derechos constitucionales, tiene que en una primera audiencia responder a las medidas de instrucción ordenadas por el Juez, de lo contrario si se ordenara para una próxima audiencia se hará en un plazo razonable que no será mayor de tres días francos, como lo dispone el Párrafo Primero del art. 81 de la referida ley 137-11, cuando dice que, “El día y la hora fijados para la audiencia, el Juez invitará a las partes presentes y representada a producir los medios de pruebas que pretendan hacer valer para fundamentar sus conclusiones. La parte o las partes supuestamente agraviantes deberán producir sus medios de pruebas, antes o en la audiencia misma, preservándose siempre el carácter contradictorio”

El  Juez ordenará en una misma decisión todas las medidas que a juicio suyo sean necesarias, aún  podrá ordenarla de oficio o a requerimiento de una de las partes.

5.5.1 Las excepciones de procedimiento y los medios de inadmisión.
En el ordenamiento jurídico dominicano, lo que la ley no prohíbe está permitido, sin embargo, parecería un tanto difícil suponer que en la jurisdicción de amparo se pueda plantear un inciden​te, en vista de que, el fin perseguido es la comprobación de una violación de derechos protegidos por la constitución, sea por comisión o por omisión emanado de una autoridad pública o privada según sea el caso.

Siendo así, nada impide que a iniciativa de cualquiera de las partes se puedan presentar incidentes de procedimientos, incluyendo hasta intervenciones voluntarias o forzosas de terce​ros, por muy extraña que nos parezca, conforme a la atribución, lo que obviamente el Juez no lo va a acoger por improcedente.

En la República Dominicana, el derecho común es supletorio del proceso constitucional en amparo, para lo que no está establecido en la ley, con esto no deja de ser sumario, expedito y rápido en su solución, en vista de su especialidad. De ahí, que la celeridad y economía procesal, dada la naturaleza del asunto, requiere de una aplicación prudente y pertinente del principio constitucional de razonabilidad.

Con relación a la excepción de incompetencia, el Juez puede decidir inmediatamente o puede acumularla para que sea fallada conjuntamente con el fondo, rindiendo la decisión en la misma audiencia o prorrogándola en un plazo no mayor de tres días, en vista de que esta medida sería irrazonable por la rapidez que caracteriza la acción de amparo, contraponiéndose a la celeridad de la materia. Si el Juez decidiera sólo respecto a la excepción declarando su competencia, debe continuar a seguidas la instancia sin que ello conlleve la suspensión de pleno derecho. En este sentido, el párrafo 4 del art. 72 de la ley expresamente que: “La decisión por la cual el Juez originalmente apoderado determina su competencia o incompetencia, deberá será rendida inmediatamente en el curso de la audiencia o en un plazo no mayor de tres días. Dicha decisión podrá ser recurrida junto con la decisión rendida sobre el fondo de la acción de amparo”
. En este supuesto el Juez que declare su incompetencia tendrá la obligación de indicar el Juez o tribunal  que en razón de la materia es competente.

En cuanto a la declinatoria por litispendencia o conexidad, si la fusión resulta de la misma competencia de atribución en amparo y en provecho del Juez que en esta materia cuente con mejores condiciones para decidir respecto al derecho fundamental violentado y que dicha declinatoria beneficie la administración de justicia y al solicitante, en este supuesto, el juez podría evaluar la conveniencia y procedencia de la unificación, siempre que prevalezca la reclamación del daño de los derechos constitucionales violentados. 

No obstante, el Juez del amparo es el Juez natural, frente al acontecimiento denunciado o frente al acto inconstitucional, por lo tanto no puede, bajo pretexto de la dependencia que pudiera tener el asunto con el que es llevado por la vía ordinaria, despojarse del mismo, dejando el amparo a la suerte de una instrucción formal general, al respecto, el art. 71 de la ley dice “El conocimiento de la acción de amparo que reúna las condiciones de admisibilidad, no podrá suspenderse o sobreseerse para aguardar la definición de la suerte de otro proceso judicial”

Violentar esta disposición Constitucional, seria desnaturalizar el principio de protección judicial, provocando con esto un desamparo del amparo y desconociendo el carácter autónomo e independiente del mismo, que no podrá suspenderse o sobreseerse para aguardar la definición de la suerte de otro proceso judicial, de la naturaleza que fuere.

Respecto a la excepción de la fianza Judicatum Solvi o la fianza que debe prestar el extranjero transeúnte, esta no tiene aplicación en atribuciones de amparo para persona extranjera que se encuentre en el país de manera transitoria, que persiga poner fin a una situación ilícita de arbitrariedad, en la que se le ha perjudicado por un abuso de poder o bien de cualquier trasgresión a sus derechos fundamentales, garantía que ha sido prevista por el derecho común, para las posibles indemnizaciones y costas a que diere  lugar un proceso en materia ordinaria, aspectos ajenos a los fines del amparo, en razón de que por esta vía no se pueden perseguir esos derechos subjetivos, por ser el proceso de amparo libre de costas; en este aspecto, se ha pronunciado el art. 66 de la referida ley, cuando dice “El procedimiento en materia de amparo es de carácter gratuito, por lo que se hará libre de costas, así como de toda carga, impuestos, contribución o tasa. No habrá lugar a la prestación de la fianza del extranjero transeúnte”

La fianza de extranjero transeúnte, constituye un impedimento a un derecho fundamental como lo es el derecho a ser oído en justicia, ya que subordina la acción a la prestación de garantía, que no existe en esta materia, puesto que el proceso de amparo está libre, incluso de pago de costas de procedimiento.  

De igual forma se encuentra regulada, en la ley de amparo, la recusación o inhibición respecto del Juez apoderado, en vista de que esto lo que haría es retardar el proceso y perdería la esencia de la urgencia,  en ese sentido, expresa el art. 73 de la referida ley 137-11 que “En caso de recusación, o inhibición del juez apoderado; el presidente de la cámara o sala de su jurisdicción, o el presidente de la Corte de Apelación correspondiente, o el presidente de la jurisdicción especializada o ese tribunal en pleno, deberá pronunciarse sobre el juez que deberá conocer la acción de amparo, en un plazo no mayor de tres días”

Como se ha podido apreciar, la ley de amparo en la República Dominicana, al proteger los derechos constitucionales del ciudadano, no permite incidente, ni de la instancia, ni por las vías de las excepciones de procedimiento, en vista de que estas excepciones lo que buscan es imposibilitar que sea conocido el objeto de la acción de amparo. Estas prohibiciones y regulaciones previstas en la ley que se está analizando, encuentran su justificación en la prioridad de acceso al Juez sin formalidades innecesarias, a fin de evitar prolongar su indefensión frente al abuso de poder.

5.6 La Sentencia rendida por el Juez de amparo.
Todo proceso que inicia mediante instancia contentiva de reclamación de un derecho vulnerado, termina con una decisión judicial, que a tal efecto como el caso de la especie, el Juez de amparo deberá rendir el fallo el mismo día de la celebración de la audiencia y posteriormente motivar su decisión en un plazo no mayor de cinco días, desde el momento de la emisión de la decisión, conforme lo expresa el art. 84 de la ley 137-11, que dispone que “Una vez el asunto quede en estado de fallo, el juez deberá rendir su decisión el mismo día de la audiencia en dispositivo y dispone de un plazo de hasta cinco días para motivarla
. 
Esta sentencia emitida por el Juez de amparo podrá acoger la reclamación o desestimarla, según los medios de pruebas aportados al debate, haciendo una ordenada instrucción del proceso y una valoración lógica de esos elementos de prueba, tal y como lo prescribe el Art. 88 de la referida ley que reglamenta el amparo cuando dice que “La sentencia emitida por el juez podrá acoger la reclamación de amparo o desestimarla, según resulte pertinente, a partir de una adecuada instrucción de proceso y una valoración racional y lógica de los elementos de pruebas sometidos al debate”
.
 La sentencia emanada del Juez de amparo, debe tener una adecuada motivación de hechos y de derecho, de tal forma que explique las razones por las cuales ha dado un determinado valor probatorio a los medios sometidos a su consideración, haciendo una calificación objetiva y ponderada de los méritos de la solicitud de protección de derechos vulnerados que se le ha sometido y así demostrar que el juicio ha sido reflexivo y no arbitrario. 
Asimismo, la sentencia de amparo al igual que en el derecho común, contiene los mismos requisitos extrínsecos. Si se observara alguna diferencia, ésta sería sólo en el contenido por su condición. Al igual que en los demás veredictos, las partes debían estar individualizadas, contener las conclusiones o pretensiones de las partes, la respuesta del Juez a cada una de dichas pretensiones, con la debida evaluación y motivación.

Además, la sentencia de amparo debe ser congruente, en lo que el Juez debe decidir, de conformidad con el derecho vulnerado y sobre lo que las partes han querido probar. De forma que el fallo no puede contener ni más ni menos de lo solicitado por las partes, no pude otorgar o negar cosa distinta a lo pedido. De forma que esta decisión debe recaer sólo sobre quienes son partes en el juicio y debe proferirse estrictamente sobre el objeto de la demanda. 

En la sentencia de amparo, el Juez se debe limitar a ordenar la rehabilitación del derecho fundamental afectado, debe determinar de manera específica lo que se debe o no se debe hacer, así lo indica en Prof. Alfredo Osvaldo Gozaini cuando dice que “debe dictarse en los siguientes términos: 1) si es una amenaza, ésta debe cesar e impedirse que el acto lesivo se concrete, 2) si es una lesión ya consumada, debe ordenarse que sea reparada, y la lesión fuere continua debe disponerse su suspensión y la restitución al estado anterior, 3) si es una restricción, que ella se suprima, 4) si es alteración, que el derecho se restaure o reponga al estado anterior; 5) si es una omisión, la sentencia debe ordenar la realización del acto omitido, 6) la sentencia debe indicar claramente qué debe hacer el demandado, 7) si no es posible impedir el daño realizado, la sentencia debe impedir la renovación del mismo”
. Sin embargo, si bien es cierto que en esta materia también rige el principio dispositivo, el Juez no tiene que ceñirse estrictamente a lo pedido por la parte de acuerdo con el papel activo que tiene, ya que lo que interesa es lograr la detención del acto que vulnera el derecho constitucional.

Al respecto, señala el art. 89 de la ley 137-11, dice que “la decisión que concede el amparo deberá contener: 1) La mención de la persona en cuyo favor se concede el amparo; 2) El señalamiento de la persona física o moral, pública o privada, órgano o agente de la administración publica contra cuyo acto u omisión se concede el amparo; 3) La Determinación precisa de lo ordenado a cumplirse, de lo que debe o no hacerse, con las especificaciones necesarias para su ejecución; y 4) El Plazo a cumplir lo decidido y 5) La sanción en caso de incumplimiento”

Como se trata de una decisión que va a proteger los derechos fundamentales que le han sido vulnerados a las personas, la sentencia que concede el amparo de esos derechos, se limitará a prescribir las medidas necesarias para la pronta y completa restauración del derecho constitucional transgredido al reclamante, o para hacer cesar la amenaza a su pleno goce y ejercicio, en este caso, el Juez puede inclusive ordenar, si se trata de una necesidad extrema, que la ejecución se haga sobre minuta, así lo dispone el art. 90 de la misma ley 137-11, al expresar, “En caso de necesidad, el juez puede ordenar que la decisión tenga lugar a la vista de la minuta”

Cuando la sentencia dictamina la protección efectiva de los derechos que han sido violentados por alguna autoridad estatal, ordenará que sea el propio tribunal que ha rendido esta decisión, quien deberá notificarla inmediatamente la autoridad que haya violentado los derechos solicitado en protección de amparo, a instancia de la secretaria del órgano judicial de donde ha emanado, en ese aspecto el art. 92 de la ley 137-11 es mandatario al prescribir que: “Cuando la decisión que concede el amparo disponga medidas o imparta instrucciones a una autoridad pública, tendientes a resguardar un derecho fundamental, el secretario del tribunal procederá a notificarla inmediatamente a dicha autoridad, sin perjuicio del derecho que tiene la parte agraviada de hacerlo por sus propios medios. Dicha notificación valdrá puesta en mora para la autoridad pública”

En esta materia, el Juez de amparo goza  de amplios poderes para consignar en la sentencia un pago en dinero diario como justa penalidad, en el caso de que el perdidoso no quiera cumplir con lo ordenado en la sentencia que acoge el amparo, así lo dispone el art. 93 de la ley 137-11, al expresar que “El Juez que estatuya en materia de amparo podrá pronunciar astreintes, con el objeto de constreñir al agraviante al efectivo cumplimiento de lo ordenado”

Como se puede observarse, en el juicio de amparo, predominan las características de sumariedad, agilidad y efectividad; pero también se puede reconocer como una de sus características el hecho de que la ley 137-11 otorga a Juez plenos poderes para tomar una decisión que de alguna forma subsane y restituya el derecho fundamental protegido por la Constitución, los tratados internacionales o las leyes adjetivas de la legislación dominicana. La sentencia que ordena el cese de violaciones y protección de los derechos constitucionales, no es ni puede ser susceptible de ningún recurso ordinario.
Finalmente el procedimiento de la acción constitucional de amparo, será incoado libre de todas costas, por lo que las partes correrán con los gastos que de dicha acción se generen, en vista de que la mayoría de las acciones son encaminadas en contra del Estado, persona moral sobre quien recae un privilegio de inembargabilidad, lo que hace inútil la condena de unas costas que luego al liquidarlas no podrán ser fácilmente ejecutadas, así lo ha propuesto el art. 66 de la ley Orgánica del Tribunal Constitucional y de los Procedimientos Constitucionales ya citado.
5.6.1 La ejecución de la sentencia de amparo.

En esta materia, la sentencia es ejecutoria de pleno derecho, en vista de que la misma busca conjurar vulneraciones de los derechos fundamentales de las personas protegidas por la constitución y otros instrumentos de igual jerarquía, de forma rápida y expedita, así lo ha manifestado el Párrafo único del art. 71 de la ley 137-11, cuando dice “La decisión que concede el amparo es ejecutoria de pleno derecho”
 

Con relación a la forma de la ejecución de las decisiones emanada del juez de amparo, hay que señalar, que como la ley guarda silencio en este sentido, se presume que el derecho común es supletorio, sin embargo como aquí se trata de medidas urgentes y en caso de extrema necesidad el juez que conoce de dicha acción podrá ordenar que su decisión se pueda ejecutar sobre minuta, así lo expresa el artículo 90 de la ley 137-11 ya citado. 

5.7 Los recursos en el amparo constitucional.

La ley que reglamenta  la acción constitucional de amparo en la República Dominicana, no contempla en su articulado la admisión de ningún recurso ordinario, es decir que está prohibido en esta materia recurrir la sentencia en apelación o la oposición, excepto la revisión que deberá incoase por ante el Tribunal Constitucional, sin embargo, deja abierta la posibilidad de someter por ante el mismo tribunal que dictó la sentencia,  el recurso de tercería con arreglo a lo que dispone el derecho común, así lo dispone el Párrafo único del art. 94 de la ley 137-11 cuando dice que  “Ningún otro recurso es posible, salvo la tercería, en cuyo caso habrá de procederse con arreglo a lo que establece el derecho común”
 

En el caso de la especie, ha quedado claramente establecido, que la sentencia que ampara los derechos de las personas cuando han sido violentados y restituido mediante sentencia de amparo, solo podrá ser recurrida en revisión, por ante el Tribunal Constitucional, en ese sentido se ha pronunciado el Art. 94 cuando dice “Todas las sentencia emitidas por el juez de amparo pueden ser recurridas en revisión por ante el Tribunal Constitucional en la forma y bajo las condiciones establecidas en esta ley”
 

Partiendo de este criterio legal, el legislador que crea la ley 137-11, fundamentó la limitación de estos recursos, partiendo de la celeridad, naturaleza y sencillez del amparo, que sólo se pronuncia respecto de violaciones a derechos fundamentales consagrados en la Constitución de la República.

La parte que entiende que la decisión rendida por el juez de amparo, le ha perjudicado o no le ha protegido los derechos reclamado mediante la acción constitucional en reclamación, tendrá un plazo de 5 días a partir de la fecha de la notificación de la sentencia que se pretende atacar en revisión, deberá depositarlo por ante la secretaria del mismo tribunal que rindió la decisión atacada, un escrito contentivo de instancia debidamente motivada, exponiendo de forma clara y precisa los agravios que dicha decisión ha causado al solicitante, el que deberá ser notificado con los documentos que lo acompañan a las demás partes que se encuentran en el proceso en una plazo de 5 días a partir del momento en que se ha depositado.

Del mismo modo le corresponderá al más alto Tribunal Constitucional, evaluar los meritos de la solicitud del recurso de revisión planeado, de forma que la ley ha establecido en su Art. 100 que  “La admisibilidad del recurso esta sujeta a la especial trascendencia o relevancia constitucional de la cuestión planteada, que se apreciará atendiendo a su importancia para la interpretación, aplicación y general eficacia de la constitución, o para la determinación del contenido, alcance y la concreta protección de los derechos fundamentales”

El Tribunal Constitucional podrá conocer el recurso de revisión de la sentencia de amparo de manera graciosa y excepcional conocerá en audiencia pública de manera contenciosa, al respecto señala en Art. 101 que  “En Si el Tribunal Constitucional lo considera necesario podrá convocar a una audiencia pública para una mejor sustanciación del caso”
 

Según lo establece la propia ley 137-11, el Tribunal Constitucional tendrá de manera imperativa que decidir la suerte de la revisión en un plazo de 30 días que van desde el día en que fue remitido el expediente hasta el día que deba de pronunciarse con relación a lo solicitado, así lo dispone el Art. 102 cuando dice que “Se pronunciará sobre el recurso interpuesto dentro del plazo máximo de treinta días que sigan a la recepción de las actuaciones”
 

5.8 Actos que no son susceptibles de ser atacados por una acción de amparo según la ley 137-11.
Esta ley indica que la acción de amparo solo procederá contra cualquier acto, sea este de autoridad pública o de autoridad privada, cuando se haya vulnerado o exista amenaza de vulnerar un dere​cho fundamental protegido por la Constitución de la República y de los Tratados Internacionales, sean por acción o comisiones.

Sin embargo la ley 137-11 que regula el recurso de amparo en la República Dominicana, también señala cuales actos no son susceptibles de ningún recurso o acción de amparo, como lo establece el artículo 70 ya citado en otra parte de este trabajo.
Esta normativa legal excluye algunos actos que, aunque resultarían perjudiciales para los ciudadanos, están exentos de demandar en amparo por la violación de los mismos, sin importar las consecuencias jurídicas, en ese sentido, resulta inadmisible el recurso de amparo en contra de las sentencias rendida por los tribunales de la República, de igual forma están exentos de ser sometidos a protección,  los actos en el que el Presidente de la República puede decretar el estado de sitio, y de emergencia nacional, cuando la soberanía se encuentre en peligro grave e inminente.

Con relación a la prohibición de recurrir en acción constitucional de amparo en contra de las sentencias rendidas por los tribunales del orden judicial que contiene el texto legal descrito precedentemente, hay que señalar que las personas que entiendan que han sido perjudicadas por una decisión judicial, tendrán a su favor la interposición de los recursos  que de dispone el derecho común, tales como la apelación, la impugnación, la tercería e incluso la casación, por lo tanto, incoar el amparo en contra de esas decisiones sería sobrecargar la competencia de atribuciones de los tribunales.     

5.9 La acción de amparo de cumplimiento
El amparo de cumplimiento es un procedimiento que tiende a obligar a los funcionarios o a las autoridades públicas, a que cumplan de manera efectiva con lo que dispone una ley o un acto administrativo por medio de esta acción constitucional, así lo ha dispuesto el Art. 104 de la referida ley 137-11, cuando manda de manera imperativa manda que  “Cuando la acción de amparo tenga por objeto hacer efectivo el cumplimiento de una ley o un acto administrativo, ésta perseguirá que el juez ordene que el funcionario o autoridad pública renuente de cumplimiento a una norma legal, ejecute un acta administrativa, firme o se pronuncie expresamente cuando las normas legales le ordenan emitir una resolución administrativa o dictar un reglamento”

Esta disposición en el resultado de la apatía o inercia exhibida por las autoridades y funcionarios administrativos, frente al cumplimiento de disposiciones emanadas de una normativa legal o de un acto administrativo.

Hay que precisar que cuando se trate de un acto administrativo, esta acción solo podrá ser interpuesta por la persona beneficiada con la disposición o por tercero que demuestre interés; sin embargo, si se trata de la defensa a derechos perteneciente a la colectividad, como el medio ambiente u otra situación que perjudique al conglomerado social, esta acción podrá ser interpuesta por cualquier persona o por el defensor del Pueblo.
Con relación al requisito que la persona reclamante tiene para interpone el recurso de amparo de cumplimiento, está que el reclamante haya solicitado el cumplimiento del deber establecido en la ley o el acto administrativo que se ha omitido y que las autoridades persistan en continuar incumpliendo, previa solicitud que podrá hacer por escrito y que no las hayan contestado dentro de los 15 días siguiente, momento a partir del cual el demandante en cumplimiento cuanta con el plazo establecido para la acción de amparo, que será de 60 días, conforme a lo dispuesto por el articulo 107 y sus dos párrafos de la presente ley.   
De conformidad con lo que establece esta ley, el amparo de cumplimiento está reservado a la inobservancia de un mandato legal o de la disposición administrativa que obliga a ciertos funcionarios a firmar o declarar algún asunto que tiene que ver con los derechos del posible reclamante.

De modo que, no se trata aquí de amparo sobre amparo o de acción de amparo en contra de sentencia rendida por los tribunales ordinarios en asunto de derecho común, pues la ley 137-11 no previó en su articulado ninguna disposición reguladora sobre acción de amparo en contra de una sentencia ordinaria donde se haya violado el debido proceso de ley, lo que en otros sistema jurídico llaman la tutela judicial, la presunción de inocencia o la seguridad jurídica como ocurre en otros países.  
Hay que destacar que esta acción de amparo podría ser declarada improcedente en los casos que prevé el Art. 108 de la ley 137-11, modificado por la ley 145-11 de fecha 4 del mes de julio del 2011, cuando dice que “a) Contra el Tribunal Constitucional, el poder judicial y el Tribunal superior Electoral; b) Contra el Senado o la Cámara de Diputados para exigir la aprobación de una ley; c) Para la protección de derechos que puedan ser garantizados mediante los proceso de habeas corpus, habeas data o cualquier otra acción de amparo; d) Cuando se interpone con la exclusiva formalidad de impugnar la validez de una acto administrativo; e) Cuando se demanda el ejercicio de potestades expresamente calificadas por la ley como discrecionales por parte de una autoridad o funcionario; f) En los supuestos en los que proceda interponer el proceso de conflicto de competencias; g) Cuando no se cumplió con el requisito especial de la reclamación previa previsto por el artículo 107 de la presente ley”

El legislador de la ley 137-11, al establecer estos requisitos para la improcedencia del amparo de cumplimiento, introdujo una frontera frente a los ciudadanos que siempre creen tener la razón, esto así, para evitar congestionamiento de los tribunales, de solicitudes que a todas luces carecen de fundamentos a sabiendas de que se trata de una acción especial. 

La sentencia que resulte del amparo de cumplimiento, debe contener la determinación de la obligación incumplida, debe precisar claramente a acción a cumplir, así como el plazo del cumplimiento de lo resuelto y la orden a la autoridad o funcionarios competentes para que estos investiguen si real y efectivamente las responsabilidades penales o disciplinarias si fuere de lugar, disposición que  será ejecutoria por la autoridad o funcionario obligado en el plazo que ella misma disponga.

5.10 El amparo colectivo y el defensor del pueblo.
Este es un recurso que aunque está dirigido a proteger los derechos de la colectividad y el derecho que resguarda el medio ambiente, solo procede cuando es para prevenir un dañó grave e inminente, de igual forma se podrá interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación, al derecho de uso y al derecho de los consumidores, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que protegen derechos colectivos, en ese aspecto se ha pronunciado el Art. 112 de la ley 137-11 cuando dice que “La defensa jurisdiccional de los derechos colectivos y del medio ambiente y de los intereses colectivos y difusos procede para prevenir un daño grave, actual o inminente, para hacer cesar una turbación ilícita o indebida, para exigir, cuando sea posible, la reposición de las cosas al estado anterior del daño producido o la reparación pertinente”

Como se trata de una acción  colectiva, después de incoado el recurso cualquier persona interesada a emitir una opinión en el transcurso del proceso, podrá hacerlo solicitando tal intervención al juez que conoce del asunto, quien tiene el poder de permitir la misma con la advertencia de que esta solo se limitara a expresar un concepto fundamentado sobre el tema en debate, quien no tendrá calidad der parte en el proceso, lo que indica que no podrá exigir beneficio de la sentencia a intervenir ni mucho menos recurrirla.

Este concepto es nuevo en nuestro ordenamiento jurídico, que no fue incorporado en la primera norma de derecho constitucional, es decir que fue desconocido por la ley 437-11, e incorporado en la ley Orgánica que crea el Tribunal Constitucional y los Procedimientos Constitucionales, los derechos llamados también de tercera generación o de incidencia colectiva, en esta categoría de derechos subyace una gama variada de intereses difusos, cuya violación afecta a la ciudadanía en su conjunto o por lo menos a una importante porción de ella. 

Sabido es que los derechos de tercera generación persiguen la protección de intereses difusos. Es decir de aquellos intereses que no se sitúan en cabeza de un sujeto determinado, sino que se encuentran difundidos o diseminados entre todos los integrantes de una comunidad, o inclusive de varias. Estos caracteres plantean una seria de dificultades de tipo procesal, en cuanto a la defensa jurisdiccional de estos intereses.
Partiendo de lo anteriormente establecido, la protección de estos derechos,  no solamente pueden ser solicitados por un particular sino que también tiene calidad para ello el Defensor del Pueblo, a iniciativa propia a a solicitud de cualquier persona que así se lo solicite, según lo dispone el artículo 68 de la referida ley cuando dice “El Defensor del Pueblo tiene calidad para interponer la acción de amparo en interés de salvaguardar los derechos fundaménteles de las personas y los intereses colectivos y difusos establecido en la constitución y las leyes, en caso de que estos sean violados, amenazados o puestos en peligro por funcionarios u órganos del Estado, por prestadores de servicios públicos o particulares”

El Defensor del Pueblo, es una figura de la Constitucional, incluida en la Carta Sustantiva del 2010, quien puede actuar de oficio o a petición de un interesado como ya hemos dicho. En cuanto a su legitimación en lo que al Recurso de Amparo se refiere, el Defensor del Pueblo cumple un rol fundamental para evitar que cualquier acción u omisión de autoridad pública o de particulares quede fuera del Amparo, de modo que en la medida que afecte a la sociedad toda o parte de ella, él podrá interponer la acción correspondiente, así lo ha dispuesto la Constitución de la Republica en su art. 191, al disponer que “La función esencial del Defensor del Pueblo es contribuir a salvaguardar los derechos fundamentales de las personas y los intereses colectivos y difusos establecidos en esta Constitución y las leyes, en caso de que sean violados por funcionarios u órganos del Estado, por prestadores de servicios públicos o particulares que afecten intereses colectivos y difusos. La ley regulará lo relativo a su organización y funcionamiento”

5.11 El recurso de amparo electoral
El recurso de Amparo Electoral, en el ordenamiento jurídico dominicano que se encuentra regulado por dos leyes orgánicas con la misma jerarquía constitucional como son: la ley 137-11 en su artículo 114 y la ley 29-11 en su artículo 27, los que en principio parecerían entrar en contradicción con respecto a la competencia que ambos textos le otorgan al Tribunal Superior Electoral, para conocer de un recurso de amparo. 

En ese sentido la ley 137-11 en su art. 114 dice que  “El Tribunal Superior Electoral será competente para conocer de las acciones en amparo electoral conforme a lo dispuesto por su ley orgánica”

Con esta disposición legal, parecería que la ley Orgánica del Tribunal Constitucional, al reglamentar el recurso de amparo, le estaría otorgando competencia de atribuciones al Tribunal Superior Electoral para que este pueda conocer de asuntos de amparo, conforme a lo que ella misma dispone, en ese sentido, se trata pues de asuntos que indisolublemente están relacionado con la materia electoral. 

Siendo los conflictos electorales suscitados por los miembros de los partidos políticos, corresponde al organismo electoral, dirimir las diferencias encontrada, de ahí que la jurisdicción por ante la cual debe incoarse la acción de amparo electoral es el Tribunal Superior Electoral, así lo establece la ley 29-11 de fecha 20 de Enero del año 2011, Orgánica del Tribunal superior Electoral, en su art. 27 el cual Expresa  “El Tribunal superior Electoral, será competente para conocer de los amparos electorales conforme a las reglas constitucionales y legales, podrá atribuir a las juntas electorales competencia parea conocer de los mismos mediante el reglamentos de procedimientos electorales dictados por este”

La ley 137-11, en su artículo 114 ya citado, es mandataria al establecer que el Tribunal Superior Electoral será competente para conocer de la acción de amparo electoral, mientras que la ley 29-11 orgánica del Tribunal Superior Electoral, solo se circunscribe a establecer en la parte in-fine del articulo 27 precedentemente indicado, que este Organismo Constitucional podrá atribuir a las juntas electorales competencia para conocer de los mismos, mediante el reglamento de procedimientos electorales dictados por este.
Se podría entender, que la ley 137-11, extiende la competencia otorgada a este organismo, para que le pueda dar competencia a las Juntas Electorales, para que estas conozcan de amparo, según lo dispone la parte final del articulo 114 cuando dice que conforme a lo dispuesto por su ley orgánica.        
CONCLUSIONES

La acción constitucional de Amparo, es el medio por el cual un individuo puede reclamar los derechos que les han sido vulnerados, por medio del proceso constitucional establecido en el ordenamiento jurídico, este tiene por objeto específico hacer real, eficaz y práctica, las garantías individuales establecidas en la Constitución, buscando proteger al individuo de los actos de todas las autoridades sin distinción de rango, inclusive las más elevadas, cuando violen dichas garantías.

Esta acción la puede ejercer cualquier persona física o moral, incluso el defensor del Pueblo, para reclamar que se deje sin efecto un acto de la autoridad pública o funcionario administrativo, que arbitraria o ilegalmente produce o puede producir una restricción, alteración o menoscabo de los derechos y garantías reconocidos por la Constitución, los convenios internacionales y el bloque de constitucionalidad, así como hacer efectivo el cumplimiento de una ley o un acto administrativo. Es un procedimiento de excepción por una vía sencilla y rápida, breve y efectiva que garantiza los derechos constitucionales.

En las últimas cinco décadas, la discusión jurídica acerca de los derechos fundamentales del hombre, se ha intensificado como nunca antes en la historia de los pueblos. Estos derechos y sus garantías se han convertido en un referente inexcusable de la modernidad de los últimos tiempos, los que han sufrido un notable fenómeno expansionista, elemento que da cabal significado al estado democrático. Este fenómeno ha producido una creciente atención en la protección jurisdiccional de los derechos fundamentales y libertades públicas.
Desde el punto de vista histórico, se puede comprobar, que las constituciones liberales de finales de los siglo XVlll y XlX, consagraron un catálogo de derechos fundamentales relativos al estatuto del ciudadano, y protegieron el núcleo de los denominados derechos civiles y políticos. Ciertamente esta proclamación no fué uniforme, ni definitiva, sino que estuvo sometida a una evolución que ni siquiera puede decirse que terminó, particularmente después de haber superado el siglo XX, caracterizado en términos generales por el desprecio más absoluto de estos derechos.

Los movimientos obreros del siglo XlX, las revoluciones mexicanas y soviéticas, escenificadas en los primeros años del siglo XX, supusieron la asunción de nuevos derechos fundamentales del hombre, en lo referente al aspecto económico y social que se cristalizaron en las constituciones europeas y americanas, en las que se consagraron derechos fundamentales de inspiración netamente social y que fueron calificados de derechos de primera, segunda y tercera generación.  

Desde tiempos muy remotos, se ha sentido la necesidad de proteger los derechos más elementales del hombre, tal es el caso del Código de Hamurabi de Babilonia, que es el primero en regular la conocida: “Ley del Talión”, en el cual se estableció  una proporcionalidad de la venganza, se le puso limite a la esclavitud, así como la prohibición del homicidio buscando preservar la vida humana.

La Convención Americana de los Derechos Humanos de San José de Costa Rica del año 1969, ha sido la pionera en Latinoamérica en garantizar los derechos fundamentales. Este Tratado Internacional, consagra un conjunto de derechos civiles y políticos, cuyo control jurisdiccional está a cargo de la Corte Internacional de Derechos Humanos y los demás órganos del orden judicial de los países miembros.

En efecto, el juicio de amparo tal y como se configuró en México en el siglo XlX,  afianzado en la constitución del año 1917, ha sido adoptado de manera progresiva por la mayoría de los textos fundamentales latinoamericanos, aunque en algunos de ellos con denominaciones distintas; tal es el caso de la Constitución Argentina del año 1949, la de Bolivia del año 1967, la de Brasil que estableció el mandato de “segurança”, la de Chile, con el recurso de “protección judicial”, la de Colombia con la “tutela jurídica” así como la de Costa Rica, el Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá, Uruguay, Paraguay y Venezuela.

De significativa importancia en el dinamismo que han adquirido los derechos fundamentales, tanto en su expresión numérica como en la exten​sión de su cobertura, constituye la internacionalización que han experimentado con las grandes manifestaciones de derechos, y los pactos y convenciones que han suscrito las distintas naciones del mundo, haciendo trascender el reconocimiento de los derechos humanos y sus mecanismos de tutela más allá de las fronteras, permi​tiendo así incorporar al derecho interno, figuras novedosas y extrañas a los sistemas de derechos nacionales, lo que no excluye a la República Dominicana, quien adopta también este modelo de incorporación de nuevos catálogos de derechos, con la adopción de diversos instrumentos internacionales que, posterior a su ratificación por el congreso de la República, serán incorporados al derecho interno y, por aplicación de un mecanismo de extensión que parte del contenido esencial de los derechos, los eleva a la categoría constitucional.

La República Dominicana adopta como componente básico del Bloque de Constitucionalidad, una institución jurídica como el amparo, que ya había encon​trado sus primeros cimientos, en el ámbito americano, tal y como se ha planteado y que su integración en la práctica judicial de los pueblos del nuevo continente, se inicia, no por vía de la ley, sino de la jurisprudencia, éste fenómeno se desencadena frente a la necesidad de la existen​cia de un mecanismo efectivo, al lado de los procedimientos ordinarios, que de manera expedita y rápida, sirviera de remedio a las arbitrariedades y excesos de las autoridades y particulares, contra los ciudadanos en sus derechos esenciales.
La constitucionalización e internacionalización  de los sistemas jurídicos de hoy, están vinculados estrechamente a la protección efectiva de los derechos fundamentales del Hombre, y la República Dominicana, no puede permanecer ajena a esta realidad que vive el Mundo. 

Consideramos que los derechos consagrados por la Constitución, desde el más tradicional y esencial derecho civil y político, hasta el más humilde e incluso de la última generación, forma parte de la Constitución y debe entenderse como derecho fundamental, susceptible de interpretación y de aplicación como parte de un todo indivisible, que constituye los derechos fundamentales.
En ese contexto, es que, la Nación Dominicana, aprobó a través de su órgano legislativo la ley Núm. 437-06 del 25 de Julio del año 2006, que luego fue derogada por la ley 137-11 Orgánica del Tribunal Constitucional y de los Procedimientos Constitucionales, de fecha 13 del mes de Junio del año 2011, a fin de que se pueda tutelar y proteger de forma igualitaria, los derechos fundamentales sin discriminación, por razones de género, edad, raza, ideario o credo; la intimidad personal y familiar; la libertad de expresión; el derecho de asociación política y sindical; el derecho a la objeción de conciencia; la libertad de cátedra; la libertad religiosa; el derecho a un proceso con todas las garantías, o la inviolabilidad del domicilio de los hombres y mujeres que viven en esta Nación.

El sistema Jurídico contemporáneo de la Republica Dominicana, ha dado un giro importante y ha tenido que superar la delicada transición del juez ordinario al juez de la garantía constitucional, no obstante el juez es agente garante de los derechos constitucionales de las partes que han acudido por ante su jurisdicción a fin de que éste le proteja de algún derecho vulnerado. 

En la República Dominicana, han tenido gran influencia los Tratados Internacionales de protección de los derechos fundamentales del hombre, por medio de la Convención Americana de Derechos Humanos, de forma que la Suprema Corte de Justicia, como máximo organismo de control judicial del Estado, ha sentenciado mediante resolución del 24 de febrero del año 1999, un procedimiento especial mediante el cual, por primera vez se puede incoar una acción o recurso de amparo a favor de las personas a quienes se les habían vulnerados sus derechos fundamentales.  
Se ha podido establecer, que este procedimiento ha tenido un rápido y efectivo desarrollo en la práctica forense dominicana, de forma que el congreso de la República, instituyó el 25 del mes de Julio del año dos mil seis (2006) la Ley No. 437-06, ordenando que toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y simple, denominado acción constitucional de amparo, la que fue sustituida en su totalidad por la  ley 137-11 Orgánica del Tribunal Constitucional y de los Procedimientos Constitucionales, en fecha 13 del mes de Junio del año 2011, normativa procesal de derecho constitucional, que vino ampliar el catálogo de derechos susceptibles de ser amparados por la constitución y las leyes. 

A partir de la promulgación de esta ley y la constitucinalización de los derechos fundamentales del hombre, ha cambiado el paradigma de los aplicadores de las normas en materia de derechos fundamentales, en la que interviene la protección internacional de esos derechos y la interpretación efectiva por parte de los jueces ordinarios en asuntos consagrados constitucionalmente.

Es importante señalar, que todo Estado Democrático, debe estar sustentado en tres pilares esenciales de la constitucionalidad, a saber, Primero: Los valores supremos, como los ideales máximos de toda sociedad; Segundo: Los principios fundamentales, como los criterios rectores del orden jurídico y político del Estado; y Tercero: Los derechos fundamentales y garantías constitucionales, como la valorización de la dignidad humana y los límites supremos del poder del Estado. 

En ese sentido, después de analizar profundamente la normativa constitucional establecida en la Ley No. 137-11, de fecha 13 del mes de Junio del año 2011, Orgánica del Tribunal Constitucional y de los Procedimientos Constitucionales, texto que regula el Recurso de Amparo,  creemos oportuno hacer algunas propuestas en el contenido y el procedimiento de la ley en cuestión, con el fin de mejorar de la protección de los derechos fundamentales de las personas, el cumplimiento cabal de las leyes y de los actos administrativos, así como la defensa de los derechos colectivos y, en particular la protección jurisdiccional efectiva en el sistema jurídico dominicano.

Entendemos que los procedimientos constitucionales consagrado en la ley 137-11, cumple con el postulado establecido en los tratados internacional y el Bloque de la constitucionalidad, sin embargo, en una futura modificación que pudiera sufrir esta normativa, sería importante incluir las siguientes propuestas:

1- Establecer el amparo en contra de una sentencia ordinaria, donde se haya violado el debido proceso de ley, lo que en otros sistema jurídico llaman la tutela judicial, la presunción de inocencia o la seguridad jurídica, cuando la parte que se ha mantenido en estado de indefensión, haya corrido el segundo grado de jurisdicción.  

2- El establecimiento del amparo constitucional, contra las sentencias judiciales con autoridad de cosa juzgada, cuando esas sentencias contengan violaciones a los derechos fundamentales y garantías constitucionales, susceptibles de protección y que estas violaciones, sean imputables de modo inmediato y directo a un acto, resolución u omisión del Juez o Tribunal Judicial que la haya dictaminado. De modo que, a través del amparo constitucional, se pueda impugnar el acto independientemente de los hechos que dieron lugar al proceso judicial.

Tomando en cuenta que, para que pueda proceder este recurso en contra de las sentencias judiciales, deberá ser preciso que se hayan agotado todos los recursos utilizables dentro de las vías judiciales, a fin de garantizar los derechos fundamentales violados o, corregir las irregularidades, si los actos u omisiones de la autoridad judicial, han lesionado la garantía constitucional del debido proceso.

3- Incluir un Párrafo en el Art. 114, para que diga “Las decisiones en amparo rendidas por el Tribunal Superior Electoral, serán recurrida en revisión por ante el Tribunal Constitucional”. Con esta nueva disposición de la ley que regula en amparo, se procedería a modificar también el art. 27 de la ley 29-11, Orgánica del Tribunal Superior que tiene esa competencia reunido en pleno.
4- Es necesario que los poderes públicos alienten y desarrollen una política y una cultura de protección a los derechos fundamentales, como elemento indisociable de todas las políticas públicas.

5- Que frente a violaciones de los derechos fundamentales de los ciudadanos de la nación, provocados por los denominados actos puramente políticos, puedan las partes interesadas recurrir con la calidad necesaria al juez del amparo constitucional, a los fines de que el poder judicial tenga la posibilidad de examinarlos y establecer si el poder de donde emanó, no traspasó los límites que le impone la constitución, y en particular si las restricciones derivadas de la implementación del mismo, guardan proporcionalidad con la situación excepcional que se pretende rectificar.

6- En el caso de que exista mora comprobada de manera objetiva, por el tiempo en la toma de una decisión judicial por parte de los jueces ordinarios, se pueda acudir al Juez en amparo de cumplimiento, a fin de que  se pueda poner en mora al juez que se encuentra apoderado del caso de que se trata para que emita un fallo. 
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